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Buenas tardes.
 
Señores,
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE FACATATIVÁ
E.S.D
 
Cordial saludo, en atención al presente me permito remi�r contestación demanda dentro del proceso 2023-171,
en el cual se encuentra como demandante RICARDO LEON DURAN  en contra de la Nación- Ministerio de
Educación Nacional- FOMAG, FIDUPREVISORA S.A.
 
Lo anterior, en mi condición de apoderada sus�tuta de la en�dad demandada, conforme al poder otorgado por la
doctora CATALINA CELEMÍN CARDOSO, en razón a ello remito para su conocimiento y para efectos de que se me
reconozca personería jurídica para actuar dentro del proceso:
 
1.            Sus�tución de poder a mi conferida por la doctora CATALINA CELEMÍN CARDOSO.
2.            Escritura pública N°676 de 2023 en donde se confiere poder GENERAL a la doctora CATALINA CELEMÍN
CARDOSO para la representación del Ministerio de Educación Nacional.
3.            Cédula y tarjeta profesional escaneadas.
 
De antemano agradezco su ges�ón y colaboración.
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ.
Profesional IV
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
Cel. 3202949408
Bogotá, Colombia

 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
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consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.
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Doctor: 
ELKIN MAURICIO LEGARDA NARVAEZ 
JUEZ PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE FACATATIVÁ 
E.      S.      D. 
 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 25269333300120230007000 
Demandante: RICARDO LEON DURAN  
Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 

 

LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ identificada con cédula de ciudadanía No 1.049.636.173 de Tunja 
y T.P. 301.153 del C.S. de la J., en mi condición de apoderado sustituto de LA NACIÓN – MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
conforme el poder a mi otorgado, por la Doctora CATALINA CELEMÍN CARDOSO, identificada con 
cedula de ciudadanía No. 1.110.453.991, en su calidad de Representante Judicial en la Defensa de 
los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, en los procesos judiciales que en su contra 
se adelanten con ocasión de obligaciones a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, de acuerdo con la certificación suscrita por la Representante Legal de 
FIDUPREVISORA S.A,  y según el Poder General que le fue otorgado mediante Escritura Pública N°676 
del 25  de abril de 2023, que la faculta para otorgar poderes especiales a los abogados que asuman 
la defensa judicial; doy respuesta a la demanda de la referencia en los siguientes términos: 

FRENTE A LAS PRETENSIONES: 
 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, por cuanto tanto las declarativas 
como las del restablecimiento del derecho no están llamadas a prosperar en contra de mi repre-
sentada, por las razones que se expondrán a lo largo del escrito de contestación, a saber: 
 
DECLARATIVAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO, toda vez que el acto ficto administrativo configurado el día 08 de diciembre de 
2021 que se pretende anular, se encuentra ajustado a derecho en razón que fue emitida de confor-
midad con la legislación aplicable al caso concreto, en consecuencia, no está inmerso en causal de 
nulidad alguna. 
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Ahora bien, es imposible que se configure la “indemnización por consignación extemporánea” de la 
prestación docente, dado que la totalidad de los recursos destinados a los Entes Territoriales, una 
vez emanan de La Nación (en virtud al Régimen General de Participaciones), no son consignados a 
la cuenta bancaria  que dicho Ente tiene registrada en la Dirección General del Tesoro Nacional, 
sino que, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público descuenta los rubros pertenecientes a las 
prestaciones sociales docentes, tal como lo regula la Ley 715 de 2001 y el Decreto 3752 de 2003, y 
los gira directamente  al FOMAG. Por ende, mucho antes del 15 de febrero de la anualidad siguiente 
a la causación d las cesantías, los recursos ya han sido pre-girados al Fondo, y reposan en este, 
hallándose disponibles para el pago de cesantías parciales, definitivas, e intereses. 
 
SEGUNDA: ME OPONGO a que se declare el reconocimiento y pago de la sanción moratoria esta-
blecida en la Ley 50 de 1990, por el pago tardío de los intereses a las cesantías,  como quiera que 
la misma es consecuencia de las anteriores, precisando a su vez que los docentes del FOMAG se 
encuentran amparados por un régimen especial de prestaciones sociales que se rige por la Ley 91 
de 1989, por tanto, resulta improcedente la aplicación del régimen de que trata la Ley 50 de 1990, 
el cual es exclusivo para las sociedades administradoras de fondos de cesantías, calidad que no 
ostenta el FOMAG al tratarse de un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las presta-
ciones sociales de los docentes. 
 
Ahora bien, es importante precisar que no es procedente aplicar a los docentes afiliados al FOMAG 
la Ley 52 de 1975, puesto que se desmejorarían sus  condiciones respecto de la prestación “intere-
ses a las cesantías” debido a que las  condiciones dadas por su régimen especial son más favorables 
que las otorgadas  para el régimen general, debido a que la liquidación de intereses para los docen-
tes  afiliados al FOMAG se realiza sobre el total del saldo acumulado de cesantías y con  una tasa 
superior a la descrita en la norma general, que corresponde al DTF  certificado por la Superinten-
dencia Financiera de Colombia. 
 
Conforme a lo anterior, es importante precisar al Despacho que al accionante no le asiste el derecho 
reclamado. El pago de los intereses sobre las cesantías, dentro del Régimen FOMAG, no sigue los 
cauces del Régimen General, donde deben pagarse en el mes de enero del año siguiente a que se 
causaron (Núm. 2º. Art. 1 ley 52 de 1975), y, como no se determinó el día, se acude al criterio 
racional de cancelarlos con la mensualidad o salario de dicho mes, esto es, a más tardar el día 31 
de enero. Por su parte en el Régimen Especial FOMAG, al amparo del Art. 4 del Acuerdo 39 de 1998 
del Consejo Directivo de FOMAG, deben pagarse en el mes de marzo del año siguiente a que se 
causaron, y, como no se determinó el día, se acude al criterio racional de cancelarlos con la 
mensualidad o salario de dicho mes, esto es, a más tardar el día 31 de marzo. 
 
CONDENATORIAS 
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PRIMERA: ME OPONGO, a que se le reconozca y pague sanción moratoria establecida en la Ley 50 
de 1990, toda vez que la misma no es aplicable al régimen docente, teniendo en cuenta que la 
realidad fáctica exteriorizada en los medios probatorios, conllevan a la certera convicción que, la 
actividad operativa de: “consignar las cesantías de la anualidad inmediatamente anterior, antes del 
15 de febrero del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía 
que el mismo elija”, NO es una acción que realiza FIDUPREVISORA S.A  como Administradora del 
PATRIMONIO AUTÓNOMO – FOMAG, así como tampoco es realizada por el ENTE TERRITORIAL Em-
pleador o Nominador del Docente. 
 
La no realización del mentado acto, por parte de las Entidades mencionadas, tiene una razón der 
ser, y es que, además de ser un Régimen Especial amparado en la Ley 91 de 1989 , los recursos para 
su financiación, y, concretamente los destinados a las cesantías e interés sobre cesantías del cuerpo 
docentes, son descontados en forma mensual en el presupuesto nacional, de los recursos que van 
a ingresar dela Nación, a los Ente Territoriales; e igualmente, se garantizan con el giro anual que 
efectúa el Ministerio de Hacienda y Crédito Público están en el Fondo Nacional de Pensiones de las 
Entidades Territoriales (FONPET) perteneciente a cada Entidad Territorial, al FOMAG. Todo ello al 
amparo del artículo 8 de la citada ley 91 de 1989, los artículo 12 y 13 del Decreto 196 de 1995,  el 
artículo 18 de la Ley 715 de 2001 ,  el artículo  5 del Decreto 3752 de 2003 , y el Acuerdo Nº 39 de 
1998 , expedido por el Consejo Directivo del FOMAG.  

Bajo dichas premisas, es importante precisar que al interior del Régimen Especial del FOMAG, NO 
EXISTE la actividad de consignación de las cesantías antes del 15 de febrero, menos aún, por el 
Empleador del docente.  Tal como se ampliará en las excepciones que opondré, antes del mes de 
febrero de la anualidad siguientes a la causación de las cesantías docentes, los montos destinados 
a cubrir esta prestación ya reposan en el FOMAG, es decir, se hallan pre-girados o pre-pagados, 
pero en un Fondo Común, porque no existe cuenta individual de cada docente; actividad llevada a 
cabo por LA NACION – MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PUBLICO. Facticiamente, es 
IMPOSIBLE que con corte al 15 febrero no se hallen consignadas las cesantías en el Fondo.  

Onus probando, incumbit actori. Al demandante le asiste la obligación procesal de probar que, con 
corte al 15 de febrero que menciona, sus cesantías no se hallaban consignadas a su nombre en el 
Fondo respectivo. No lo ha probado, y simplemente, es imposible de probar, porque con corte al 
15 de febrero, el fondo común posee pre-girado todos los recursos pertenecientes a las cesantías 
e intereses sobre cesantías del cuerpo docente.  
 
 
SEGUNDA: ME OPONGO, teniendo en cuenta que al accionante no le asiste el derecho reclamado. 
Las cesantías del accionante fueron consignadas en el mes de marzo de 2021, esto es, dentro de 
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los términos legales que prevé el art. 4 del Acuerdo 39 de 1998 del Consejo Directivo del FOMAG, 
por ende, la pretensión indemnizatoria, está llamada a claudicar, pues la norma Especial tiene pre-
valencia sobre la del Régimen General que establece el pago de los intereses, en el mes de enero. 
 
TERCERA: ME OPONGO, puesto que al accionante no le asiste el derecho reclamado, teniendo en 
cuenta que al no abrirse paso las pretensiones anteriores, esta, al ser consecuencia directa de aque-
llas, sucumbe per sé, amparo en el principio general: “lo accesorio sigue la surte de lo principal”. Es 
manifiesta, trascendente, y salta de bulto la vista la incompatibilidad entre la exigencia normativa, 
y la situación fáctica acreditada por la accionante. 
 
CUARTA: ME OPONGO, a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO al reconocimiento y pago de intereses moratorios por 
las razones que se expondrán. 
 
QUINTA: ME OPONGO, como quiera que, si se llegare a condenar a la entidad, ésta tiene un término 

para realizar el pago de la sentencia y las condenas impuestas. 

SEXTA: ME OPONGO, debido a que NO existe fundamento factico ni jurídico alguno que habilite al 
Despacho a emitir condena en costas en contra de mi representada, e conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 365 del Código General del Proceso ni el criterio valorativo adoptado por el Consejo 
de Estado frente al particular.  
 

FRENTE A LOS HECHOS: 
 

FRENTE AL HECHO PRIMERO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probatorio 
debe ser demostrado en el transcurso procesal, por tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el 
artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que ellas persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho 
de sus afirmaciones. 

 
Así las cosas, es de precisar los intereses de las cesantías del docente RICARDO LEON DURAN 
establecido en el Acuerdo No. 39 de 1998 “Por el cual se establece el procedimiento para el 
reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio” expedido por el Consejo Directivo del FOMAG (con la 
salvedad de acción de nulidad que se encuentra en curso y que se describió en el numeral anterior). 
Como se anotó, el apoderado judicial de la demandante pretende que a la docente se le aplique un 
esquema normativo que le resulta mucho menos beneficioso que el de su régimen especial.      
 



 
 

 
                               

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

                        

  

Ahora bien, es importante precisar al Despacho que los docentes afiliados al FOMAG gozan de un 
régimen especial de cesantías, por ende, no le es aplicable la sanción moratoria establecida en la 
ley 50 de 1990, razón por la cual se evidencia en el caso concreto la trasgresión del “principio de 
inescindibilidad o conglobamento”, es decir, la parte actora  pretende la aplicación parcial en 
relación con la totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una 
norma solamente la parte que le beneficia. 
 

Bajo dicha coyuntura, es importante precisar que  en el presente hecho, el accionante efectuó una 
interpretación errónea de la norma y adiciona aspectos fácticos no contenidos en la misma, al 
expresar que los Ente Territoriales pagarán los intereses a las cesantías antes del 15 de enero de la 
anualidad siguiente.  Por ningún vértice la norma expresa ello. Máxime, porque el pago de los 
intereses de las cesantías, los cancela el FOMAG, en el mes de marzo, tal como lo prevé el art. 4 del 
Acuerdo 39 de 1998 del Consejo Directivo del FOMAG (norma especial).  

 
Por ende, la demandante miente, al exponer que el Ente Territorial consigna de las CESANTIAS en 
el FOMAG, en la cuenta individual dispuesta para cada docente, antes del 15 de febrero siguiente. 
El accionante desconoce el Complejo Normativo que rige AL Sistema Especial FOMAG. El Ente 
Territorial jamás realiza consignación de cesantías antes del 15 de febrero, respecto de docentes 
afiliados al FOMAG. El Ente únicamente presupuesta los recursos destinados al pago de sus 
prestaciones sociales, pero, SIN SITUACIÓN DE FONDOS, puesto que jamás ingresan a sus arcas. 
Tampoco existe cuenta individual por cada docente, por cuanto al interior del Fondo de maneja el 
concepto de: Unidad de Caja.  
 

 
FRENTE AL HECHO SEGUNDO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate 
probatorio debe ser demostrado en el transcurso procesal. 
 
FRENTE AL HECHO TERCERO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probato-
rio debe ser demostrado en el transcurso procesal. 
 
FRENTE AL HECHO CUARTO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, conforme 
con la prueba documental allegada por el accionante. 
 

FUNDAMENTOS DE DEFENSA 
 

SANCIÓN MORATORIA ESTABLECIDA EN LA LEY 50 DE 1990 
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La Ley 50 de 1990, contempló en su artículo 99 una sanción para el empleador que incumpla el 
plazo para efectuar la consignación del auxilio de cesantías en la cuenta individual del fondo 
privado administrador seleccionado por el trabajador, en los siguientes términos: 
 

Artículo 99º.- El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes 
características: 
1ª. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación del contrato de trabajo.  
2ª. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o 
proporcionales por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen 
tradicional de cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se 
liquide definitivamente.” 

3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del 
año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que él 
mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario 
por cada día de retardo. 

 

De la norma transcrita, se establece que la sanción moratoria de que trata el artículo 99 de la Ley 
50 de 1990, creada en principio para los trabajadores particulares, se causa a cargo del empleador 
que incumpla la obligación de consignar el valor liquidado por la anualidad o la fracción 
correspondiente con anterioridad al 15 de febrero del año siguiente en la cuenta individual del 
empleado en el fondo administrador. La finalidad del legislador al establecer esta disposición fue 
regular la situación prestacional de los empleados del sector privado condicionada a la escogencia 
libre del fondo para la administración de la prestación social. 
 
De otra parte, el Decreto 1252 de 2000, estableció lo siguiente: 
 

“Artículo 1º.- Los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los miembros de la fuerza 
pública, que se vinculen al servicio del Estado a partir de la vigencia del presente decreto, 
tendrán derecho al pago de cesantías en los términos establecidos en las Leyes 50 de 1990, 
344 de 1996 o 432 de 1998, según el caso. Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará aun 
en el evento en que en la entidad u organismo a los cuales ingrese el servidor público, exista 
un régimen especial que regule las cesantías.  
Parágrafo. Los fondos o entidades públicas, incluida la Caja Promotora de Vivienda Militar 
que administran y pagan las cesantías de los servidores a que se refiere este artículo, 
seguirán haciéndolo.” (Negrillas y subrayas fuera del texto original). 
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La disposición trascrita previó que los empleados públicos tendrían derecho al pago de las cesantías 
en los términos de las Leyes 50 de 1990, 344 de 1996 o 432 de 1998, pero, según el caso, y aun en 
el evento en que la entidad u organismo dispusiera de un régimen especial. Aunado a ello, 
estableció que los fondos o entidades públicas que administraran y pagaran las cesantías a los 
servidores públicos afiliados continuarían haciéndolo. Por consiguiente, el decreto en cita no 
estableció, de manera unívoca, la aplicación de la Ley 50 de 1990 a los docentes regulados por la 
Ley 91 de 1989 con relación al reconocimiento de la sanción moratoria por la no consignación en 
el fondo de las cesantías. 
 
Así las cosas, se concluye que no existe una norma que haya extendido la sanción moratoria prevista 
en la Ley 50 de 1990 a los docentes beneficiarios del régimen especial contenido en la Ley 91 de 
1989, cuyas prestaciones sociales son administradas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, patrimonio autónomo de carácter público que no puede ser equiparado a las 
instituciones financieras de carácter privado, evidenciándose con ello que con la pretensión 
incoada dentro del libelo demandatorio se está trasgrediendo del “principio de inescindibilidad o 
conglobamento”, es decir, la parte actora pretende la aplicación parcial en relación con la totalidad 
del cuerpo normativo al que pertenece, buscando con esto aplicar de una norma solamente la parte 
que le beneficia. 
 
Sobre esta pretensión hay que indicar que la jurisprudencia es clara al indicar que la sanción 
moratoria establecida en la Ley 50 de 1990 no es aplicable al personal docente, toda vez que 
aquellos que se vincularon a partir del 1º de enero de 1990, sin hacer distinción entre nacionales o 
nacionalizados, se les aplicarán las disposiciones vigentes para los empleados públicos del orden 
nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, esto 
es, la Ley 344 de 1996, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 91 de 1989. 
 
Ante esta situación, es evidente que al no tener el carácter de servidores públicos de nivel territorial 
no le son aplicables los artículos 99, 102 y 104 de la Ley 50 de 1990, que contemplaron el plazo 
para la liquidación del valor liquidado anualmente con anterioridad al 15 de febrero y la sanción 
moratoria para el empleador que incumpla esta obligación, pues dichas normas fueron extendidas 
por disposición del artículo 1 del Decreto 1582 de 1998, únicamente a los servidores públicos del 
nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los fondos privados 
de cesantías. 
 
Ahora bien, se destaca que la Corte Constitucional en sentencia SU-098 del 17 de octubre de 2018, 
amparó los derechos fundamentales tutelados señalando que, si es procedente el reconocimiento 
y pago de la sanción mora contenida en la Ley 50 de 1990, ello en aplicación del principio de 
favorabilidad y la interpretación conforme a la constitución, al considerar que existe un vacío en la 
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norma especial que debe ser cubierto por la norma general, más cuando el Decreto 1582 en su 
artículo 1 estable la aplicación de la ley 50 de 1990 a los empleados públicos. 
 
No obstante, se resalta que el estudio efectuado por la Corte Constitucional carece de argumentos 
y desconoce que el sector docente se encuentra regulado por unas normas especiales, es así, que 
el consejo de estado en sentencia del 24 de enero de 2019 1señaló: 
 

Sobre el particular, es preciso que la Sala de decisión deje sentada su posición, para señalar 
que el principio de favorabilidad contemplado en el artículo 53 de la Constitución Política, 
ha sido definido por la doctrina como la “facultad que tiene el juez de trabajo para resolver 
los casos de conflicto entre dos o más disposiciones legales o contractuales, mediante la 
aplicación de aquella que más favorezca y proteja el interés del trabajador, 
independientemente de su origen, naturaleza o rango jerárquico”2 Al respecto, esta 
Corporación, ha señalado que la potestad del juez para optar por la regla más favorable 
para resolver un caso, implica necesariamente la concurrencia de dos elementos: 
“i) la duda seria y objetiva ante la necesidad de elegir entre dos o más interpretaciones, 
ello, en función de la razonabilidad argumentativa y solidez jurídica que una u otra 
interpretación tengan; y (ii) la noción de interpretaciones concurrentes, pues además de 
generar duda, deben ser aplicables a los supuestos de hecho de las disposiciones 
normativas en juego y a las situaciones fácticas concretas”3 

 
Bajo este contexto, no puede hablarse de la configuración de un conflicto entre dos disposiciones 
o la existencia de dualidad de interpretaciones, máxime cuando le legislador creo el FOMAG, con 
el propósito de unificar el sistema prestacional de los docentes del orden público, es decir, 
pretendió crear un régimen especial dirigido específicamente a los docentes afiliados al FOMAG. 
 
Ahora, pretender extender las disposiciones de la Ley 50 de 1990 a los docentes oficiales vinculados 
al magisterio, implicaría el reconocimiento del régimen especial consagrado en la Ley 91 de 1989, 
así lo expresó el Consejo de Estado en la sentencia ilustrada: 
 

Sobre el particular, esta Subsección precisa que en materia de cesantías en el caso de los 
docentes afiliados al FOMAG existe una regulación especial, en tanto que: En primer lugar, 

 
1 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. C.P. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ. Rad. 76001-23-31- 000-
2009-00867-01. Bogotá. 24 de enero de 2019 
2 LÓPEZ FAJARDO, Alberto. «Elementos de Derecho del Trabajo – Partes Individual y Colectiva». Tercera Edición. Ed. 
Librería Ediciones del Profesional Ltda. Bogotá. 2006. 
3 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto No. 2249 de 30 abril de 2015. Consejo de Estado – 
Sección Segunda- Subsección B. Sentencia del 25 de enero de 2016 Rad. No 66001233300020120006001. C.P: 
Sandra Lisset Ibarra Velez. 
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el fondo administrador de la señalada prestación social es el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, cuya naturaleza jurídica está prevista en el artículo 
3º de la Ley 91 de 1989, como « una cuenta especial de la Nación, con independencia 
patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados 
por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 
90% del capital», creada para «Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal 
afiliado.»; a diferencia de los fondos administradores de cesantías cuya creación fue 
autorizada por la ley bajo la modalidad de sociedades cuyas características fueran 
establecidas por el Gobierno Nacional. 
 
De lo anterior, se destaca igualmente que los trabajadores particulares tienen derecho de 
escoger libremente el fondo de cesantías que mejor rentabilidad le pueda generar en la 
administración de las mismas, a contrario sensu de lo que sucede con los docentes oficiales, 
quienes por mandato legal deben afiliarse al FOMAG. 
 
En segundo orden, en cuanto a la liquidación y manejo de las cesantías, en tratándose de 
la Ley 50 de 1990, el legislador previó en el artículo 99 ibídem, la liquidación definitiva a 31 
de diciembre, por la anualidad o fracción, valor que deberá ser consignado por parte del 
empleador antes del 15 de febrero del año siguiente, en la cuenta individual a nombre del 
trabajador y en el fondo de cesantías escogido por este.4 En cambio, la administración de 
los recursos que por concepto de cesantías tiene a su cargo el FOMAG, se efectúa de 
manera distinta, por cuanto estos provienen del Sistema General de Participaciones para 
educación, los cuales se descuentan directamente de los rubros que se distribuyen 
anualmente para la prestación del servicio5 y que deben ser presupuestados por la entidad 
territorial sin situación de fondos.5 

 
4 4«El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 1ª. El 31 de diciembre de 
cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio 
de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo. 
2ª. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales por fracción, en los 
términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de cesantía, con respecto a la suma causada en el año 
o en la fracción que se liquide definitivamente. 
3ª. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año siguiente, en cuenta 
individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El empleador que incumpla el plazo 
señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo.» 
5 5 Ley 715 de 2001 por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de 
conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan 
otras disposiciones. 
[…]Parágrafo 1º del artículo 18. Las sumas correspondientes a los aportes patronales y del afiliado, de seguridad social 
y parafiscales de las entidades territoriales por concepto del personal docente de las instituciones educativas esta- 
tales, se descontarán directamente de los recursos de la participación para educación del Sistema General de 
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De lo expuesto, se evidencia que existen diferencias entre los regímenes de cesantías contenidos 
en la Ley 50 de 1990 y la Ley 91 de 1989, ello en atención a que los docentes por expresa disposición 
legal están obligados a efectuar sus aportes al FOMAG, mientras que los cobijados por la Ley 50 
tienen pluralidad de alternativas para su vinculación, de igual forma, en cuanto al manejo y 
liquidación de las cesantías se efectúa de manera distinta, pues los recursos del FOMAG provienen 
del sistema general de participaciones, los cuales deben ser presupuestados por el ente territorial 
en unos términos distintos a los manejados por la Ley 50 de 1990. 
 
Sobre este punto, el artículo 3º del Acuerdo 39 de 1998 previó la forma en que la Secretaría de 
Educación correspondiente debe enviar las liquidaciones anuales de cesantías a la oficina regional 
del FOMAG. 
 
Por otro lado, se precisaron las diferencias existentes entre los regímenes, referentes a los intereses 
a las cesantías, que para los vinculados por la Ley 50 de 1990 se establece a cargo del empleador la 
cancelación de «intereses legales del 12% anual o proporcionales por fracción, con respecto a la 
suma causada en el año o en la fracción que se liquide definitivamente, mientras que para los 
vinculados al FOMAG, reciben «un interés anual sobre el saldo de estas cesantías existentes al 31 
de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que 
resulte de aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia 
financiera, lo cual los beneficia. 
 
Como puede observarse, para el caso del trabajador destinatario de la Ley 50 de 1990, solo percibe 
un 12% anual sobre el valor de las cesantías correspondientes al año inmediatamente anterior, 
mientras que, para el docente afiliado al fondo, recibe sus intereses de acuerdo con la tasa 
comercial promedio del sistema de captación financiera certificado por la Superintendencia 
Financiera (DTF), pero sobre el saldo total de cesantías que a 31 de diciembre del respectivo año 
tenga acumulado, de manera que, entre mayor sea el ahorro que el maestro tenga sobre dicho 
auxilio, mayores serán los réditos que perciba, es decir, que el fin teleológico de la norma, es que 
exista una reciprocidad financiera, esto es, desincentivar las liquidaciones o retiros parciales para 
de esa manera, producir acumulación del ahorro.6 

 
En síntesis, es diáfano concluir que el legislador no consagró a sanción moratoria por la no 
consignación de las cesantías anualizada a favor de los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones 

 
Participaciones. La Nación contará con un plazo no mayor de dos años para perfeccionar el proceso de descuentos, 
con la información de las entidades territoriales.» 
6 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. C.P. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ. Rad. 76001-23-31- 000-
2009-00867-01. Bogotá. 24 de enero de 2019 
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Sociales del Magisterio, en atención a que contempló diversos beneficios a los cuales no tienen 
acceso los destinatarios de la Ley 50 de 1990. En este sentido, no es dable extender las 
disposiciones del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 a los docentes afiliados a FOMAG, toda vez que 
no son destinatarios de la ley y por cuanto gozan de una regulación específica por la mora del 
empleador en el reconocimiento y pago tardío de las cesantías parciales o definitivas. 
 
Ahora, pese a que el artículo 1 del Decreto 1582 de 1998 extendió la aplicación de la Ley 50 de 
1990, lo hizo únicamente en relación a los servidores públicos del nivel territorial y vinculados a 
partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los fondos privados de cesantías, que como se 
indicó, no sería el caso puesto que, por disposición legal, los docentes vinculados a partir del 1 de 
enero de 1990 deben ser afiliados al FOMAG. 
 
Así las cosas, al demandante no le es aplicable la penalidad pretendida, en razón a que debido a la 
fecha de su vinculación está regulado en materia prestacional por las normas de los empleados 
públicos del orden nacional, por lo que no es destinatario de la penalidad extendida por disposición 
expresa del artículo 1º del Decreto 1582 de 1998, a los servidores públicos del nivel territorial y 
vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los fondos privados de cesantías, 
requisitos que no cumple el docente, pues no reúne la condición de territorial y tampoco se 
encuentra afiliado a un fondo privado administrador de cesantías de aquellos creados por la Ley 50 
de 1990; máxime cuando la finalidad del legislador fue precisamente la creación del FOMAG para 
atender las prestaciones sociales de los docentes del sector oficial, cuyos recursos provienen por 
disposición legal, de la Nación. 
 
Por lo anterior, es importante reiterar que el artículo 3 de la Ley 91 de 1989 creó el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del  Magisterio como una cuenta especial de la Nación, con independencia 
patrimonial, contable  y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serían manejados por 
una entidad  fiduciaria estatal o de economía mixta, y estaría a cargo del pago de las prestaciones 
sociales de los docentes oficiales.  
 
En lo que tiene que ver con el reconocimiento de las cesantías a los docentes oficiales, el  artículo 
15, numeral 3, de la Ley 91 de 1989 fijó: 
 

“3. Cesantías:  
Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo  
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes  
de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado,  
sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o  en 
caso contrario sobre el salario promedio del último año. 
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Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero de 1990 y para los docentes  
nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las  
cesantías generadas a partir del 1o. de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones  
Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas  
cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin  
retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de interés, que de  
acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial  
promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período. Las cesantías  del 
personal nacional docente, acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan  al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las 
normas generales vigentes para los empleados públicos del orden nacional.” (Subrayado  y 
negrilla fuera de texto) 

 
En ese orden de ideas, conforme a lo dispuesto por el Decreto 196 de 1995 por medio del cual se 
reglamenta parcialmente el artículo 6 de la Ley 60 de 1993 y el artículo 176 de la Ley 115 de 1994,  
relacionados con la incorporación o afiliación de docentes al Fondo Nacional de  Prestaciones 
Sociales del Magisterio en su artículo 12 y 13 estableció: 
 
“Artículo 12º.- Recursos. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  llevará registros 
por entidad territorial y establecimiento público oficial. Al Fondo  Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio ingresarán los siguientes recursos:  
1. El 5% del sueldo básico mensual del personal docente afiliado. 
2. Las cuotas personales de inscripción equivalentes a una tercera parte del primer sueldo mensual 
devengado, y una tercera parte de sus posteriores aumentos. 
3. El aporte de la entidad territorial o establecimiento público oficial, según sea el  caso, equivalente 
al ocho por ciento (8%) mensual, liquidado sobre factores salariales  que forman parte del rubro de 
pago por los servicios personales de los docentes.  
4 El aporte de la entidad territorial o establecimiento público oficial, según sea el caso,  equivalente 
a una doceava anual, liquidada sobre factores salariales que forman  parte del rubro de servicios 
personales de los docentes.  
5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidos las mesadas adicionales, como 
aporte de los pensionados. 
6. Las sumas que deba recibir de las entidades territoriales o de los establecimientos públicos 
oficiales, según sea el caso, por concepto de la deuda resultante del estudio actuarial. 
7. Los bonos pensionales, y 
8. Los recursos que reciba por cualquier otro concepto. 
  
Artículo 13º.- Giros periódicos. Las entidades territoriales y establecimientos públicos oficiales 
educativos girarán en forma mensual al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio los 
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recursos determinados en los numerales 1 a 4 y 7 del  artículo 12 de este Decreto. Los recursos 
definidos en el numeral 6 del artículo 12 de este Decreto lo serán igualmente, de acuerdo con el 
convenio interadministrativo suscrito entre la Nación y la respectiva entidad territorial o 
establecimiento público oficial. 
  
Ahora bien, según las normas citadas con antelación y en concordancia con el artículo 5 del Decreto 
3752 de 2003 por medio del cual se reglamentan los artículos 81 parcial de la Ley 812 de 2003, 18 
parcial de la Ley 715 de 2001 y la Ley 91 de 1989 en relación con el  proceso de afiliación de los 
docentes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del  Magisterio, dicho artículo describe el 
procedimiento que deben seguir las entidades  territoriales para la afiliación de los docentes al 
FOMAG, iniciando con la elaboración  del cálculo actuarial que determina el total del pasivo 
prestacional a cargo de la  entidad territorial con el FOMAG, este cálculo se elabora con cargo a los 
recursos del  fondo y presenta de manera separada la deuda por concepto de  cesantías y 
pensiones.  
 
El monto de esa deuda a pagar por vigencia una vez definido, previa revisión del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público se comunica a la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria. 
Esta deuda se cubre con el traslado de recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
Territoriales -FONPET- al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG. Si estos 
recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de sus recursos hasta cubrir la 
totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan. 
 
Bajo dichas coyunturas, es importante resaltar que la actividad que se realiza previamente al 15 de 
febrero de cada vigencia no es la consignación de cesantías, es la actividad operativa de “liquidación 
de estas”, teniendo en cuenta que los recursos ya están inmersos en el fondo del Magisterio antes 
del 1 de febrero de cada vigencia siguiente.  
 
Esta afirmación se puede evidenciar en los comunicados que emite la Fiduprevisora como vocera y 
administradora del FOMAG dirigida a los Secretarios de Educación y encargados de las oficinas de 
prestaciones sociales de las entidades territoriales, sobre la fecha de entrega del reporte de 
cesantías para pago de intereses en la primera nómina de cada vigencia, puntualmente para el año 
2021 se emitió el Comunicado 008 de fecha 11 de diciembre de 2020. 
 
Así mismo, para la liquidación de las cesantías en la vigencia 2020, se emitió por parte la 
Fiduprevisora como vocera y administradora del FOMAG la programación de la liquidación de 
cesantías en diciembre de 2019, mediante el Comunicado 16 del 17 de diciembre de 2019 en el 
que se dieron los lineamientos operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para 
pago de intereses en la primera nómina del año 2020, en dicho comunicado se deja la siguiente 
fecha de entrega de la liquidación:  
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“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel 
nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el no 
reporte oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión en nómina de los 
docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que se deriven en el pago 
de los intereses y por la mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes” (Subrayado y 
negrilla fuera de texto)  
 

• FUENTES, FORMA, Y TIEMPOS DE CONSIGNACIÓN AL FONDO, DE LOS RECURSOS CON LOS 
CUALES SE FINANCIAN LAS CESANTÍAS E INTERESES A CESANTÍAS DEL CUERPO DOCENTE.  

 
El común denominador en las sentencias, tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de 
Estado, en las cuales se ha reconocido la indemnización por consignación extemporánea de 
cesantía docente, y sus intereses, es, el considerar que el procedimiento para el reconocimiento y 
liquidación de esta prestación es similar a los cauces que se sigue en el  Régimen General (Art. 99 
ley 50 de 1990, Art. 13 Ley 344 de 1996, art.  1º del Decreto 1582 de 1998, art. 1º del Decreto 1252 
de 2000).  Que concepción más alejada de la realidad, pues, para comprender el proceso de 
reconocimiento y pago de las prestaciones docentes, es menester comenzar indagando el origen 
de la fuente de los recursos.  
 
En primer lugar, la fuente de los recursos con los cuales se financian las prestaciones sociales de los 
docentes, comenzó por estipularse en la Ley 91 de 1989, así: Artículo 8º El Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido por los siguientes recursos: … [ ] iii). El 
aporte de la Nación equivalente al 8% mensual liquidado sobre los factores salariales que forman 
parte del rubro de pago por servicios personales de los docentes. iv). El aporte de la Nación 
equivalente a una doceava anual, liquidada sobre los factores salariales que forman parte del rubro 
de servicios personales de los docentes… [ ]. 
  
Posteriormente, el Decreto 196 de 19957, señaló: “Artículo 12º.- Recursos. … [ ] Al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio ingresarán los siguientes recursos: … [ ] iii).  El aporte de la 
entidad territorial o establecimiento público oficial, según sea el caso, equivalente al ocho por ciento 
(8%) mensual, liquidado sobre factores salariales que forman parte del rubro de pago por los 
servicios personales de los docentes iv).  El aporte de la entidad territorial o establecimiento público 
oficial, según sea el caso, equivalente a una doceava anual, liquidada sobre factores salariales que 
forman parte del rubro de servicios personales de los docentes. 

 
7 Por medio del cual se reglamentan parcialmente el artículo 6 de la Ley 60 de 1993 y el artículo 176 de la Ley 115 de 
1994, relacionados con la incorporación o afiliación de docentes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y se dictan otras disposiciones. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=274#6
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=292#176
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A renglón seguido, ese mismo cuerpo normativo dispuso: Artículo 13º.- Giros periódicos. Las 
entidades territoriales y establecimientos públicos oficiales educativos girarán en forma mensual al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio los recursos determinados en los numerales 
1 a 4 y 7 del artículo 12 de este Decreto. Los recursos definidos en el numeral 6 del artículo 12 de 
este Decreto lo serán igualmente, de acuerdo con el convenio interadministrativo suscrito entre la 
Nación y la respectiva entidad territorial o establecimiento público oficial. … [ ]. 
 
Profundizando aún más el asunto, el Decreto 3752 de 20038, a partir de su artículo 5º, al establecer 
el procedimiento de afiliación del cuerpo docente de los Entes Territoriales, al FOMAG, dejó 
previsto el rito procesal, y el origen de las fuentes de financiación de las cesantías y pensiones 
docentes. En su Numeral 1º ordenó la elaboración del cálculo actuarial que determine el total del 
pasivo prestacional, presentando de manera separada cesantías y pensiones, del personal docente 
que se pretende afiliar y, por tanto, el valor de la deuda de la Entidad Territorial con el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
En su numeral 2º, fue claro al precisar que: definido el monto total de la deuda, previa revisión del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, este será comunicado a la entidad territorial por parte de 
la sociedad Fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo. Tal comunicado deberá 
indicar, adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a lo 
establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se cubrirá con los 
recursos que traslade el FONPET al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Si estos 
recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de sus recursos hasta cubrir la 
totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan. 
 
 En lo referente a la transferencia de los recursos al FOMAG, el mismo Decreto señaló: Artículo 
7°. Transferencia de recursos al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Los aportes 
que de acuerdo con la Ley 812 de 2003 debe recibir el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio se descontarán directamente de los recursos de la participación para educación del 
Sistema General de Participaciones y de los recursos que aporte adicionalmente la Nación en los 
términos de la Ley 812 de 2003, para lo cual las Entidades Territoriales deberán reportar a la 
Fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, la información indicada en el artículo 8° 
del presente decreto. 
 

 
8 Por el cual se reglamentan los artículos 81 parcial de la Ley 812 de 2003, 18 parcial de la Ley 715 de 2001 y la 
Ley 91 de 1989 en relación con el proceso de afiliación de los docentes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y se dictan otras disposiciones. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=8795#81
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4452#18
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=299#91
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En ese orden de ideas, por mandato del citado artículo 8º, las Entidades Territoriales que 
administren plantas de personal docente pagadas con recursos del Sistema General de 
Participaciones y/o con recursos propios, reportarán a la Sociedad Fiduciaria que administre los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dentro de los primeros diez 
(10) días de cada mes, copia de la nómina de los docentes activos afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio; igualmente, reportarán dentro del mismo período las 
novedades de personal que se hayan producido durante el mes inmediatamente anterior. 
 
Paso seguido y de acuerdo con a Artículo 10. Giro de los aportes. El Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, con cargo a la participación para educación de las entidades territoriales en el Sistema 
General de Participaciones, girará directamente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, descontados del giro mensual, en las fechas previstas en la Ley 715 de 2001, los aportes 
proyectados conforme al artículo anterior de acuerdo con el programa anual de caja PAC, el cual se 
incorporará en el presupuesto de las Entidades Territoriales sin situación de fondos. 
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público informará el valor de los giros efectuados, discriminando 
por entidad territorial y por concepto, a la sociedad fiduciaria que administra los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Finalmente al amparo del Artículo 11. Ajuste de cuantías. Con base en las novedades de personal 
de la planta docente reportadas por las entidades territoriales, la sociedad fiduciaria 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los 
meses de marzo, julio y noviembre de cada año, solicitará el ajuste de las cuantías que debe girar el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para cubrir los aportes de ley a cargo de las entidades 
territoriales y de los afiliados al Fondo, de tal manera que con cargo a la misma vigencia fiscal y a 
más tardar en el mes de enero del año siguiente, se cubra y gire el total de aportes a favor del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público le 
informará a la entidad territorial de los ajustes pertinentes. 
 
Parágrafo 1°. En todo caso la entidad territorial es responsable de verificar el pago de los aportes. 
De no efectuarse el descuento, o ser este insuficiente para cubrir la obligación de la entidad 
territorial, esta deberá adelantar las acciones necesarias para atender dicha obligación dentro de 
los cinco (5) primeros días de cada mes. 
 
Tal como se acaba de evidenciar normativamente, las fuentes de los recursos destinados a la 
financiación del FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y la consignación a este, se 
realiza así:   
 



 
 

 
                               

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

                        

  

• Aportes de la Nación provenientes del Presupuesto Nacional, que van con destino a los 
Entes Territoriales, pero que le son descontados mensualmente, y son GIRADOS 
directamente al FOMAG, por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 

• Aporte de los Entes Territoriales y de los Establecimiento Públicos Oficiales  que giran en 
forma mensual, al FOMAG 

 
• Aportes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET), 

descontados directamente por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y girados 
al FOMAG  
 

Con todo, el Ministerio de Hacienda, informa al FOMAG sobre el valor de las consignaciones 
efectuadas a este Fondo, discriminado por cada Entidad Territorial, y por concepto, es decir, 
detallando en forma concreta las sumas destinadas al pago de prestaciones sociales, cesantías e 
intereses. Así lo exige el Art. 10 del mentado Decreto 3752 de 2003, y ese es su entendimiento.  
 
Téngase en cuenta que estos procedimientos son tan completos, que la normatividad exige estar 
alertas y gestionar oportunamente las eventualidades que pongan en riego la completitud de los 
recursos para financiar las presentaciones docentes. Es por ello que el canon 11 del Decreto en 
comento, exige a los Entes Territoriales reportar las novedades del personal de planta, al FOMAG. 
A su vez, le ordena al Fondo, que en los meses de marzo, julio y noviembre de cada anualidad, 
solicite el ajuste a las cuantías que debe girar el Ministerio de Hacienda para cubrir los aportes de 
los Ente Territoriales, de forma tal, que con cargo a esa misma vigencia fiscal, y, a más tardar en el 
mes de enero del año siguiente, se cubra y gire los aportes en forma completa al FOMAG.  
 
Adicionalmente, le impone al Ministerio de Hacienda el deber de informar a la Entidad Territorial, 
los ajustes del caso. Por ello, le endilga responsabilidad al Ente Territorial, para que verifique el 
pago de los aportes, en aras de confirmar la suficiencia y completitud de los mismos; pues de no 
efectuarse los descuentos, o de hacerse en forma parcial, la Entidad Territorial deberá cubrir la 
obligación, dentro de los 5 primeros días de cada mes.  
  
Teniendo presente la fuente de recursos de financiación del FOMAG,  y los términos en que son 
GIRADOS al Fondo, es evidente, manifiesto, trascendente, y salta de bulto a la vista,  que la actividad 
operativa de “Consignación de las cesantías al Fondo antes del 15 de febrero” JAMÁS ocurre al 
interior del Sistema Especial del FOMAG, porque, como en forma solvente se ha explicado, los 
recursos de financiamiento de las prestaciones, se hallan PRE-GIRADOS o PRE-PAGADOS al Fondo, 
por parte del Ministerio de Hacienda.  
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FIDUPREVISORA S.A como administradora del PATRIMONIO AUTÓNOMO – FOMAG, nunca realiza 
la consignación de recursos por concepto de cesantías docentes. Tampoco es un acto que realice 
el ENTE TERRITORIAL en su calidad de EMPELADOR y/o NOMINADOR del respectivo docente.  
 
La actividad que efectúa el Ente Territorial, por mandato expreso del Acuerdo 39 de 1998, son las 
“liquidaciones anuales de cesantías en firme” (Art. 2º), y su posterior reporte a la Oficina Regional 
del FOMAG de cada Ente, dentro de los primero 20 días del mes de enero de cada anualidad. (Art. 
3º). Por su parte, la Oficina Regional cuenta con 10 días hábiles para enviar dicha información 
debidamente verificada, a la Fiduciaria. (Art. 3.2).  
 
La actividad que dentro del Sistema Especial realiza el FOMAG, es el pago de los intereses, en el 
mes de marzo, siempre y cuando la información sobre la liquidación de las cesantías le haya sido 
remitida por el Ente Territorial – Oficina Regional, a más tardar el 05 de febrero de cada año.  En el 
mes de mayo a aquellos docentes cuya información le fue reportada entre el 06 de febrero al 15 
de marzo de cada año. En los casos en que la Oficina Regional reporte la información después del 
15 de marzo, la Fiduciaria programa pagos posteriores, de lo cual informará al Consejo Directivo 
del FOMAG. (Art. 4). 
   
Téngase presente en todo caso la previsión contenida en el Parágrafo 2º de este canon 4º, según 
la cual, “En todo caso, la responsabilidad de reportar oportunamente la información requerida para 
el pago de los intereses a las cesantías, es de la Entidad Territorial.” Ello significa que, el término 
oportuno con el que cuenta el Fondo para el pago de los intereses a las cesantías, debe ser, junto 
a la  fecha de pago del salario, nómina o mensualidad del mes de marzo, esto es, el día 31 de dicho 
mes; sí, y solo si, el Ente Territorial reportó oportunamente la liquidación de las cesantías, lo cual 
debió hacer, por tarde, el 05 de febrero de cada anualidad.  
 
Lo expuesto resume que, en todos aquellos eventos en los cuales el Ente Territorial reporte la 
liquidación de las cesantías en forma extemporánea (posterior al 05 de febrero), no es posible 
endilgarle responsabilidad al FOMAG, derivada del pago tardío de los intereses, (posterior al 31 de 
marzo)  pues las eventuales consecuencias y/o reclamaciones por parte del titular del derecho, por 
mandato legal deben ser asumidas por el Ente Territorial.   
 
Explicado con amplia solvencia y fundamentación estos puntos de derecho, fuerza a concluir que, 
al ser inexistente dentro del Sistema Especial – FOMAG, la actividad de “Consignación de las 
cesantías al Fondo antes del 15 de febrero”, debido al PRE-GIRO de los recursos por parte del 
Ministerio de Hacienda, a las arcas del FOMAG, jamás se puede configurar la “consignación 
extemporánea de las cesantías”. Es apenas una consecuencia orientada por la razón, y la más 
elemental lógica. Luego, la presunta indemnización contenida en el Núm. 3º del Art. 99 de la Ley 
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50 de 1990, no se extiende al sistema FOMAG, por inexistencia de los presupuestos fácticos que la 
configuran.   
 
A su vez, la indemnización derivada de la consignación extemporánea de los intereses a las 
cesantías (Núm. 3 Art. 1º Ley 52 de 19759), tampoco se extiende al Sistema Especial – FOMAG, 
puesto que, la liquidación se realiza de forma diferente al Régimen General10, el cual es más 
favorable al titular en relación a la cuantía; el FOMAG no ostenta ni le es extensible la calidad de 
“patrono” exigida por la norma; y las cesantías no son consignadas con el salario del mes de enero 
(día 31 a más tardar) sino, como se ha visto, con la mensualidad de marzo (día 31 a más tardar).  
 
La existencia expresa de normas de derecho sustancial y adjetivo que rigen el Régimen Especial – 
FOMAG, impiden la aplicación de cánones del Régimen Especial, so pena de la configuración de 
errores, tanto iuis, como facti in iudicando.  
 

• SÍNTESIS Y CONCLUSIONES POR LOS CUALES LAS PRETENSIONES DE INDEMNIZACIÓN POR 
CONSIGNACIÓN EXTEMPORANEA DE CESANTÍAS E INTERESES, NO ESTÁN LLAMADAS A 
PROSPERAR 

 
Contrario a lo expuesto por la parte actora, las pretensiones invocadas dentro del libelo 
demandatorio no están llamadas a prosperar, por cuanto:  
 

1. La sentencia de Unificación SU-098 de 2018 de la Corte Constitucional, por virtud del 
principio de favorabilidad aplicó la indemnización del art. 99.3 de la Ley 50/90, al caso 
concreto de un docente, donde el Ente Territorial al que se hallaba adscrito, no lo afilió al 
FOMAG, no le consignó las cesantías de varias anualidades, posteriormente lo afilia en 
forma extemporánea a FOMAG, y, finalmente le consignas las cesantías al FOMAG en forma 
tardía. El extremo demandado fue el Ente Territorial, no el FOMAG. 
 

2. La sentencia de Unificación SU-098 de 2018, no extendió la indemnización del art. 99.3 de 
la Ley 50/90, al Régimen Especial FOMAG, en el sentido extenso de los términos, como 
erróneamente podría interpretarse, puesto que, los presupuestos de hecho excepcionales 

 
9 3º. Si el patrono no pagare al trabajador los intereses aquí establecidos, salvo los casos de retención autorizados 
por la Ley o convenidos por las partes, deberá cancelar al asalariado a título de indemnización y por una sola vez un 
valor adicional igual al de los intereses causados.  
10 Por mandato expreso del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, y Art. 1º del Acuerdo 39 de 1998,  el FOMAG reconocerá 
y pagará un interés anual sobre el saldo de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas 
anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con 
certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero 
durante el mismo período. 
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que allí se debatieron, no hallan identidad fáctica con aquellos casos donde se demandada 
al FOMAG por consignación extemporánea de cesantías. Así lo deja claro la Corte en 
Sentencia de Unificación SU-573 de 2019. 
 

3. La Corte Constitucional en su jurisprudencia, solo ha abordado el supuesto de hecho, 
derivado de la (falta de afiliación, no consignación de cesantías, afiliación tardía, y 
consignación extemporánea de cesantías a FOMAG), generada por el Ente Territorial; pero 
no se ha pronunciado frente al supuesto de hecho donde se le imputa la presunta 
consignación extemporánea de las cesantías al FOMAG. No existe postura jurisprudencial al 
respecto.  
 

4. La jurisprudencia del Consejo de Estado ha procedido, por virtud del principio de 
favorabilidad, aplicar la indemnización del art. 99.3 de la Ley 50/90, a docentes regidos por 
la Ley 91/89, guiados por la SU-098 de 2018, pero respecto de casos generados por el Ente 
Territorial (omisión de consignación de cesantías antes de la afiliación del docente al 
FOMAG). 
 

5. Ni la Corte Constitucional, ni el Consejo de Estado, ha diferenciado las dos situaciones de 
hecho que se pueden presentar respecto de las cesantías docentes, cobijados por la Ley 
91/89. 

 
• Generada por el Ente Territorial, debido a falta de afiliación, no consignación de 

cesantías, afiliación extemporánea, y consignación extemporánea de cesantías en 
FOMAG. En este caso excepcional. 

• Presuntamente generado por el FOMAG, cuando se le imputa la consignación 
extemporánea de cesantías.  
 

6. La anterior diferenciación de presupuestos fácticos se hace necesaria, y prioritaria, debido, 
a que en el primer caso, se ha aplicado, vía favorabilidad, la indemnización  del art. 99.3 de 
la Ley 50/90, en razón a que, en forma excepcionalísima, se ha configurado “consignación 
extemporánea de cesantías” por el Ente territorial. 
 
En el segundo caso, jamás se puede causar la indemnización del art. 99.3 de la Ley 50/90, 
puesto que, la consignación extemporánea nunca se configura, debido a la inexistente 
actividad de “consignar cesantías antes del 15 de febrero”, por motivos del pre-giro que de 
los recursos con que se financian las prestaciones docentes, que realiza el Min Hacienda, al 
FOMAG.  
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7. Interpretar en forma generalizada, que la sentencia SU-098 de 2018, extendió, vía principio 
de favorabilidad, el beneficio de la indemnización prevista en la Núm. 3. Art. 99 ley 50 del 
1990, a favor del cuerpo docente regido por la Ley 91 de 1989, ante la inexistencia en este 
Régimen de norma expresa que penalice la “consignación extemporánea de las cesantías”; 
redunda en erróneo, porque nos conllevaría a caer en absurdas conclusiones, como que, al 
interior del Sistema Especial FOMAG, existe la obligación y concurre la actividad operativa 
de “consignar las cesantías al Fondo antes del 15 de febrero”, de suerte tal, que su 
inobservancia abre paso a la “indemnización por consignación extemporánea”.   Ello sólo 
puede ocurrir en forma excepcional, cuando (antes de la afiliación al FOMAG) el Ente 
territorial no consigno algún(os) periodo(s) de cesantías, y concurre a consignarlos a 
FOMAG, en forma tardía.  

 
8. En el presente caso, el docente fue afiliado oportunamente al FOMAG, y el periodo de 

cesantías (2020), respecto del cual pretensiona las indemnizaciones aludidas, se causó en 
vigencia de su calidad de afiliado al Fondo. 
 

9. Respecto a los docentes que fueron oportunamente afiliados al FOMAG, y que pretensionan 
indemnizaciones por consignación extemporánea de cesantías e intereses, causados con 
posterioridad a su afiliación, no se configura la actividad de “consignación de las cesantías 
antes del 15 de febrero”. Ni el Ente Territorial (Empleador), ni la Fiduciaria (Administradora 
del FOMAG), realiza consignación por concepto de prestaciones sociales, al Fondo 

 
10. La actividad descrita en el numeral anterior, no se configura dentro del Régimen Especial 

FOMAG, debido a que la totalidad de los recursos destinados a los Entes Territoriales,  una 
vez emanan de La Nación (en virtud al Régimen General de Participaciones), no son 
consignados a la cuenta bancaria  que dicho Ente tiene registrada en la Dirección General 
del Tesoro Nacional, sino que, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público descuenta los 
rubros pertenecientes a las prestaciones sociales docentes, tal como lo regula la Ley 715 de 
2001 y el Decreto 3752 de 2003, y los gira directamente  al FOMAG. Por ende, mucho antes 
del 15 de febrero de la anualidad siguiente a la causación de las cesantías, los recursos ya 
han sido pre-girados al Fondo, y reposan en este, hallándose disponibles para el pago de 
cesantías parciales, definitivas, e intereses.  
 

11. La actividad que realiza los Entes Territoriales, en su calidad de Empleadores y/o 
Nominadores de los docentes, es la “liquidación de las cesantías” de cada anualidad 
causada, es decir, presupuestan el valor de esta prestación, pero sin situación de fondos, 
debido a que estos rubros nunca ingresan a sus arcas.  
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12. Los recursos girados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, al FOMAG, son 
manejados bajo el concepto de Unidad de Caja, sin que se proceda a consignarle a cada 
docente en una cuenta individual, ya que todos los recursos que ingresan al Fondo del 
Magisterio son destinados a cubrir las prestaciones económicas cuando estas sean exigibles.  
 

13. Onus probandi  incumbit actori, pero, dentro del presente caso, el demandante no ha 
probado el hecho vertebral sobre el que fundamenta sus pretensiones: “la presunta 
consignación extemporánea de sus cesantías e interés” de la anualidad 2020, por parte del 
FOMAG. No existe medio suasorio que se pueda aportar para soportar el presupuesto 
fáctico, ante la inexistencia de la actividad de “consignación de cesantías”.  
 

14. Los intereses a las cesantías en el Régimen Especial FOMAG, se liquidan de forma diferente 
al Régimen General. Se toma el saldo de las cesantías existentes al 31 de diciembre de cada 
año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, y se le aplica la tasa de interés, que de 
acuerdo con certificación de la Superintendencia Financiera haya sido la comercial 
promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período.  
 

15. El FOMAG, respecto a los intereses sobre cesantías paga un interés anual sobre saldo de 
esta prestación, existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin 
retroactividad, equivalente a la suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo 
con certificación de la Superintendencia Financiera, haya sido la comercial promedio de 
captación del sistema financiero durante el mismo período (Art 15. Núm. 3 ley 91/98 y Art. 
1 Acuerdo 39/1998 FOMAG). Esta forma de liquidación resulta más beneficiosa en 
comparación al 12% anual o proporcional por fracción, prevista en el Régimen General. 
 

16. El pago de los intereses sobre las cesantías, dentro del Régimen FOMAG, no sigue los cauces 
del Régimen General, donde deben pagarse en el mes de enero del año siguiente a que se 
causaron (Núm. 2º. Art. 1 ley 52 de 1975), y, como no se determinó el día, se acude al 
criterio racional de cancelarlos con la mensualidad o salario de dicho mes, esto es, a más 
tardar el día 31 de enero. Por su parte en el Régimen Especial, al amparo del Art. 4 del 
Acuerdo 39 de 1998, deben pagarse en el mes de marzo del año siguiente a que se 
causaron, y,  como no se determinó el día, se acude al criterio racional de cancelarlos con 
la mensualidad o salario de dicho mes, esto es, a más tardar el día 31 de marzo. 
 

17. Dentro del Régimen FOMAG, el pago de los intereses sobre cesantías se realiza en la fecha 
antedicha, sí, y solo si, el Ente Territorial reportó oportunamente la liquidación de las 
cesantías, lo cual debió hacer, por tarde, el 05 de febrero de cada anualidad. De lo contrario, 
los pagará en el mes de mayo a aquellos docentes cuya información le fue reportada entre 
el 06 de febrero al 15 de marzo de cada año. En los casos en que la Oficina Regional reporte 
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la información después del 15 de marzo, la Fiduciaria programa pagos posteriores, de lo 
cual informará al Consejo Directivo del FOMAG. (Art. 4 Acuerdo 39 de 1998). 
 

18. Por mandato del Par. 2. Art. 4 Acuerdo 39/98, “En todo caso, la responsabilidad de reportar 
oportunamente la información requerida para el pago de los intereses a las cesantías es de 
la Entidad Territorial.”. Ello significa que, en todos aquellos eventos en los cuales el Ente 
Territorial reporte la liquidación de las cesantías en forma extemporánea (posterior al 05 de 
febrero), no es posible endilgarle responsabilidad al FOMAG, derivada del pago tardío de 
los intereses, (posterior al 31 de marzo) pues las eventuales consecuencias y/o 
reclamaciones por parte del titular del derecho, por mandato legal deben ser asumidas por 
el Ente Territorial.   
 

19. Las cesantías del accionante fueron consignadas en el mes de marzo de 2021, esto es, 
dentro de los términos legales que prevé el art. 4 del Acuerdo 39 de 1998 del Consejo 
Directivo del FOMAG, por ende, la pretensión indemnizatoria, está llamada a claudicar, pues 
la norma Especial tiene prevalencia sobre la del Régimen General que establece el pago de 
los intereses, en el mes de enero.  

 
Por todo lo anterior, no es dable aplicar el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 al no existir 
presupuestalmente forma de consignar extemporáneamente las cesantías de los docentes 
oficiales, por encontrarse dichas cesantías garantizadas con los recursos del fondo para la fecha en 
que la norma describe el límite de consignación (antes del 15 de febrero de la vigencia siguiente). 
 

 
EXCEPCIONES  

 

• INEPTITUD SUSTANCIAL DE LA DEMANDA POR NO AGOTAMIENTO DE LA RECLAMACIÓN 

ADMINISTRATIVA. 

El presente medio exceptivo se propone con ocasión a que la parte actora no presentó reclamación 
administrativa a la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Sobre este tópico, es menester 
indicar que uno de los requisitos formales de una demanda, cuyo medio de control sea el de nulidad 
y restablecimiento del derecho, es que se individualice el acto administrativo, ya sea ficto o expreso, 
al que se ataca por nulidad. Si no se encuentra individualizado dicho acto, la acción devengaría 
inepta. Ahora, otro de los requisitos legales fundamentales de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, junto con el medio de control de reparación directa, es la 
reclamación administrativa ante la autoridad legalmente competente. 
 
El numeral 2 del artículo 161 de la ley 1437 de 2011 reza: 
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“2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse 
ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio 
negativo en relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto 
presunto. Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer 
los recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral.” 
 

Ahora, tal y como se expresa en lo dicho en los hechos y se demuestra en los anexos de la demanda, 
el derecho de petición no fue interpuesto contra la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN- FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, si bien lo dirige hacía dicha entidad el 
apoderado se limita a enviar el documento a correos de propiedad del Ente Territorial al cual 
también reclama. No se evidencia ningún radicado de recepción, o recibido que provenga de la 
Nación, del Ministerio de Educación o de La FIDUPREVISORA siquiera. 
 
Ante esta falta de: 1) individualización del acto administrativo expedido por parte del Fondo, 2) falta 
de requisito procesal cumplido, debe darse por terminado la presente controversia por lo expuesto 
en esta excepción. 
 
Sobre este tópico, el Consejo de Estado, mediante sentencia del 10 de septiembre de 2009, de la 
Sección Segunda Subsección “B” consejero Ponente, doctora BERTHA LUCIA RAMIREZ DE PAEZ, 
dejo las siguientes enseñanzas:  
 

“Vía Gubernativa Sabido es que para el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho se requiere del agotamiento previo de la vía gubernativa. Este presupuesto se conoce 
como el principio de “discusión previa”, el cual tiene por finalidad que la Administración en sede 
gubernativa y a instancia del administrado, tenga la oportunidad de revocar, confirmar o 
modificar su decisión previamente a que el acto administrativo sea sometido a control 
jurisdiccional por vía de la citada acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Como quiera 
que la vía gubernativa constituye el primer escenario donde se debate la legalidad de un acto 
particular, deben plantearse en ella los mismos hechos que luego habrán de aducirse ante el 
Juez Administrativo; de lo contrario se estaría violentando el derecho de defensa de la 
Administración.” 

 
Aunado a lo anterior, del derecho de petición elevado por la parte demandante no se avizora que 
haya hecho alusión siquiera a lo pretendido con la información requerida, es decir, ni siquiera se le 
dio la oportunidad a la administración de que era lo que en realidad pretendía, razón por la que no 
es dable que sorprenda a la administración en sede judicial con peticiones de las que no tuvo la 
oportunidad de pronunciarse en sede administrativa. 
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• FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA DE LAS ENTIDADES QUE REPRESENTO 

Opongo la excepción de mérito denominada FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
DE LAS ENTIDADES QUE REPRESENTO la cual halla sustento de la siguiente forma: 
 
Desde la Teoría General del Proceso, este medio exceptivo se configura, por la falta de conexión 
entre la parte demandada y la situación fáctica constitutiva del litigio. Así, quienes están obligados 
a concurrir a un proceso en calidad de demandados son aquellas personas que participaron 
realmente en los hechos que dieron origen a la demanda. 
 
Pues bien, las pretensiones buscan el reconocimiento y pago a favor del accionante, de la 
indemnización moratoria por la presunta consignación fuera de términos de las cesantías e interés 
de la vigencia 2020.  
 
La indemnización moratoria del Núm. 3 del Art. 99 de la Ley 50 de 1990, exige que sea fulminada 
en contra del EMPLEADOR MOROSO, calidad que jamás ha ostentado ni podrá ostentar, ni 
equiparársele al PATRIMONIO AUTÓNOMO - FOMAG.  Ello, porque al interior de su Sistema 
Especial, en ninguna de las etapas de gestión de las cesantías docentes, ocurre “la consignación 
antes del 15 de febrero”. Este es un asunto que debe quedarle claro al Administrador de Justicia, 
porque, como se ha reiterado y se ampliará en las demás excepciones, los recursos con los cuales 
se financian las prestaciones docentes, concretamente sus cesantías e interés, son pre-giradas al 
Fondo, de acuerdo con las apropiaciones incorporadas y aprobados en la Ley del Presupuesto 
General de la Nación para cada año fiscal.  
 
Por su parte, el Ente territorial, solo realiza la “liquidación de las cesantías y sus intereses,”, y la 
remite a FOMAG. Jamás efectúa consignación de recursos. Así lo dispone el Acuerdo 39 de 1998. 
Luego, al no existir la figura de la “consignación antes del 15 de febrero”, no puede abrirse camino 
la consignación extemporánea, y mucho menos aun la indemnización por consignación 
extemporánea.  
 
A su vez, en lo referente a los intereses sobre cesantías, el citado Acuerdo 39 de 1998, fija los 
lineamientos para su liquidación y pago; siendo responsable del primer acto, el Ente Territorial, y, 
del segundo, FIDUPREVISORA S.A., como Administradora del Fondo. Además, el pluricitado 
Acuerdo, en el Parágrafo 2 del Art. 4º es preciso en señalar que: “En todo caso, la responsabilidad 
requerida para el pago de los intereses a las cesantías es de la Entidad Territorial” 
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Vista la situación desde esta óptica, los hechos generadores de la demanda, (presunta consignación 
tardía de cesantías e intereses) no existen en el plano fenomenológico; lo cual implica que las En-
tidades que ahora represento no los generaron, porque no es posible generar un hecho o acto 
inexistente.   
 
Amparado en dicho presupuesto, ha de observar el Despacho, que la calidad de “empleador de los 
docentes”, la ostenta la entidad territorial, para el caso concreto MUNICIPIO DE MOSQUERA/ 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE MOSQUERA, puesto que tiene la obligación de realizar la actividad 
operativa de  liquidación de las cesantías no de consignación, esta actividad operativa debe 
examinarse a la luz de las normas sobre la administración del personal docente que inicia desde la 
Ley 29 de 1989 que realiza la desconcentración administrativa territorial, entregando a las 
entidades territoriales las funciones de administración del personal docente, dentro de las que se 
encontrarían su nombramiento, remoción, traslado, y control. 
 
Posteriormente en el mismo sentido se emite la Ley 60 de 1993 derogada y reemplazada por la Ley 
715 de 2001, el Decreto 1075 de 2015 modificado por el Decreto 1272 de 2018 y el Decreto 3752 
de 2003 que fijan el papel de nominador y administrador de los docentes en todas las entidades 
territoriales siendo estas las que ostentan la calidad de empleador. 
 
Aunado a lo anterior y como último antecedente normativo que le otorga a las entidades 
territoriales la obligación operativa de liquidar las cesantías se encuentra el art. 57 de la Ley 1955 
de 2019 que indica: 
 

 “Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán 
reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio” 

 
Igualmente, como lo precisa el Decreto 942 de 2022 en su artículo 2.4.4.2.3.2.2: 
 

Artículo 2.4.4.2.3.2.2. Las prestaciones económicas que se pagan con cargo al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas y liquidadas por la 
respectiva Entidad Territorial Certificada en Educación. 
 
Para tal efecto, la Entidad Territorial Certificada en Educación correspondiente, a la que 
se encuentre vinculado el docente, deberá: 
 
1. Garantizar la disponibilidad, calidad y completitud de la información necesaria para la 
correcta liquidación de las prestaciones económicas de los docentes, que se encuentre en 
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las herramientas o medios tecnológicos que funcionalmente estén bajo su administración 
y que permita evidenciar la trazabilidad en el trámite de reconocimiento11 

 
En ese sentido, la calidad de empleador no se comparte de ninguna forma con el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, ya que esta es una cuenta especial de la Nación, 
con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos son 
manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo del pago de las prestaciones sociales de los 
docentes oficiales. 
 
Por consiguiente, conforme a lo pretendido dentro del libelo demandatorio frente al 
reconocimiento y pago de la sanción por mora establecida en la Ley 50 de 1990 artículo 99, es 
completamente improcedente  debido no solo a que no es posible la generación de esta mora, 
debido al descuento mensual de los recursos de las entidades territoriales con destino al FOMAG y 
que corresponden al  valor de las prestaciones de los docentes incluidas las cesantías sin que exista 
“consignación”  por parte del empleador “entidad territorial MUNICIPIO DE MOSQUERA/ 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE MOSQUERA, por el contrario la obligación de los  empleadores en 
este sentido es realizar la actividad operativa de “liquidación del valor de las  cesantías” que ya se 
encuentran en las reservas del FOMAG. 
 
Con base en lo anterior, manifiesto a su Honorable Despacho, que la parte accionante comete un 
yerro al determinar que es a LA NACION – MEN - FOMAG, exclusivamente a quien le corresponde 
el pago de la sanción moratoria pretendida; ya que, como se reitera, por mandato expreso legal, la 
legitimada para asumir eventuales declaraciones y condenas respecto a estas situaciones de hecho 
y derecho, es el respectivo ENTE TERRITORIAL.  
 
Solicito se declare la presente excepción, por hallarse plenamente acreditada. 
 
 

• INEXISTENCIA DE LOS DERECHOS EN CABEZA DE LA ACCIONANTE, POR AUSENCIA DE LOS 
PRESUPUESTOS FÁCTICOS QUE CONFIGURAN LAS INDEMNIZACIONES RECLAMADAS 
 

En lo que refiere a la pretensión de: INDEMNIZACIÓN POR CONSIGNACIÓN EXTEMPORANEA DE LAS  
CESANTÍAS DE LA ANUALIDAD 2020, es evidente que se NO hace acreedor (a)  a dicho derecho, en 
razón a que, el periodo de cesantías respecto del cual peticiona la indemnización (2020), se causó 
con posterioridad de la afiliación al FOMAG, en virtud de lo cual,  no se configura la actividad de 
“consignación de las cesantías antes del 15 de febrero”, pues, ni  el Ente Territorial (Empleador), ni 

 
11 Decreto 942 de 2022 
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la Fiduciaria (Administradora del FOMAG), realizaron consignación por concepto de sus cesantías 
al Fondo.  
 
Lo anterior, debido a que la totalidad de los recursos destinados al Departamento de Municipio de 
Mosquera, una vez emanaron de La Nación (en virtud al Régimen General de Participaciones), no 
fueron consignados a la cuenta bancaria  que el Departamento tiene registrada en la Dirección 
General del Tesoro Nacional, sino que, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público descontó los 
rubros pertenecientes a las prestaciones sociales docentes, tal como lo regula la Ley 715 de 2001 
y el Decreto 3752 de 2003, y los giró directamente  al FOMAG. Por ende, mucho antes del 15 de 
febrero de 2021 los recursos pertenecientes al accionante por concepto de cesantías e intereses 
ya habían sido pre-girados al Fondo, y reposaban en este, pero bajo el concepto de Unidad de Caja 
(pues no existe cuenta individual a nombre de cada docente), hallándose disponibles para el pago 
de cesantías parciales, definitivas, e intereses.   
 
En lo que refiere a la pretensión de: INDEMNIZACIÓN POR CONSIGNACIÓN EXTEMPORANEA DE LOS 
INTERESES SOBRE CESANTÍAS DE LA ANUALIDAD 2020, es evidente que se TAMPOCO hace acreedor 
a dicho derecho, en razón a que dichos montos, le fueron consignados el 27 de marzo de 2021, tal 
como se detalla a continuación: 
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El extracto de intereses a las cesantías da cuenta que el pago se realizó dentro de términos legales, 
pues al amparo del Art. 4 del Acuerdo 39 de 1998 (norma que regula el caso en el Régimen Especial 
– Ley 91/89), deben pagarse en el mes de marzo del año siguiente a que se causaron, y, como no 
se determinó el día, se acude al criterio racional de cancelarlos con la mensualidad o salario de 
dicho mes, esto es, a más tardar el día 31 de marzo. 
 
Por lo expuesto, es manifiesto y trascendente que la accionante no es titular de los presuntos 
derechos que reclama, motivo por el cual sus pretensiones no se abren paso.   
 
Acreditada y fundamentada en debida forma la presente excepción, solicito al Juez de instancia su 
declaratoria, con las consecuencias benéficas para las Entidades que represento, liberándolas de 
las pretensiones incoadas. 
 

• LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 
 
El acto ficto administrativo configurado el día 08 de diciembre de 2021, se profirió en estricto cumpli-
miento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin que se encuentre 
vicio de nulidad alguna, toda vez que el acto administrativo acusado de ninguna manera ha perdido 
su presunción de legalidad, ya que la demanda carece de fundamento jurídico que la sustente. 
 
En relación con el tema objeto de la Litis, se evidencia que el demandante solicita se condene a la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO., al pago de sanción moratoria, por la no consignación oportuna de las cesantías 
establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99. Ahora bien, esta norma es de aplicación exclusiva 
para trabajadores particulares y no para los docentes afiliados al FOMAG quienes tienen norma 
especial, y se les aplica para el pago de los intereses a las cesantías el artículo 15 de la Ley 91 de 
1989. 
 
Sin embargo, dentro de la demanda se atribuye la responsabilidad al FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, lo cual es abiertamente erróneo, en la medida que el 
responsable directo es el Ente Territorial en su calidad de empleador, de conformidad con las 
normas citadas anteriormente, en ese sentido, el fondo no  comparte dicha calidad debido ya que 
solo es un patrimonio autónomo cuya finalidad  es el pago de las prestaciones de los docentes, 
siendo improcedente que se demande  al fondo quien no ostenta la calidad de “empleador”, 
existiendo falta de legitimidad  por pasiva. 
 
 

• INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 
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Al realizar un análisis del problema jurídico del presente caso el cual se contrae a determinar I) Si 
se configuran, en el caso concreto del docente RICARDO LEON DURAN los presupuestos necesarios 
para el reconocimiento y pago de la sanción por mora de que trata la Ley 50 de 1990 y el pago de 
indemnización por pago tardío de intereses a las cesantías. II) Cómo se garantiza el principio de 
inescindibilidad de la norma en el régimen especial de las cesantías de los docentes, se puede 
evidenciarla imposibilidad jurídica y material de administrar los recursos de las cesantías de los 
docentes del FOMAG bajo la figura de cuentas individuales, lo cual descarta, de contera, que se 
pueda ejecutar el acto físico de la consignación de las cesantías, hecho del cual pende la 
configuración de la sanción moratoria de que trata la Ley 50 de 1990, artículo 99.  
 
Aunado a esto, se realizó una breve reseña de las órdenes que se desprenden de la sentencia de 
unificación SU-098 de 2018, en la cual la Corte Constitucional delimitó el rango interpretativo del 
principio de favorabilidad para la aplicación de la normativa relacionada con las cesantías de los 
docentes oficiales. Respecto del principio de inescindibilidad, dijo el alto tribunal que bajo ninguna 
medida podía entenderse la aplicación fragmentada de las normas que gobiernan el régimen 
especial de los docentes; por el contrario, anota esta jurisprudencia que “no se trata de normas 
excluyentes que exigen aplicar una u otra sino de disposiciones que se complementan”.  
 
Así las cosas, la interpretación que se le debe dar al caso concreto que nos trae al presente litigio 
debe salvaguardar el mandato expresado en la sentencia de unificación citada, es decir, bajo 
ninguna medida pueden dejarse de lado circunstancias legalmente reguladas como la imposibilidad 
de creación de cuentas individuales para las cesantías de los docentes y la misma imposibilidad de 
consignar sus cesantías en cuentas que la legislación no ha previsto. También se deben salvaguardar 
los procedimientos previstos en las normas vigentes para la liquidación de las cesantías y sus 
intereses, ya que una interpretación en contrario equivale a transgredir el principio de 
inescindibilidad y la jurisprudencia misma de la Corte Constitucional. Acto seguido, se debe verificar 
que para la vigencia de 2020 se hayan llevado a cabo los trámites a los que se refiere la Ley 91 de 
1989, el Acuerdo No. 39 de 1998, el principio de “unidad de caja” consignado en el artículo 57 de 
la Ley 1955 de 2019 y las demás normas concordantes. Así las cosas, encontramos probado lo 
siguiente:  
 

- Fiduprevisora emitió el Comunicado No. 16 de 17 de diciembre de 2019, en el cual se dieron 
los lineamientos operativos y la fecha para presentar el reporte de cesantías para pago de 
intereses en la primera nómina del año 2020. En dicha comunicación se especificó lo 
siguiente:  

 
“2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a 
nivel nacional, es hasta el 05 DE FEBRERO DE 2020. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, 



 
 

 
                               

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

                        

  

el no reporte oportuno de la información a esta entidad, conllevará la no inclusión en 
nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que 
se deriven en el pago de los intereses y por la mora en el pago de las prestaciones a favor 
de los docentes”.  
 

- Tal como consta en los comprobantes aportados por la parte demandante, los intereses de 
cesantías del señor RICARDO LEON DURAN correspondientes al año 2020 fueron pagadas 
en el mes de marzo de 2020, cumpliendo así lo dispuesto en el Acuerdo No. 39 de 1998, 
artículo 4, expedido por el Consejo Directivo del FOMAG, el cual continúa teniendo plena 
vigencia hasta tanto la jurisdicción competente decida lo contrario. 
 

- Las cesantías del señor RICARDO LEON DURAN, correspondientes a la vigencia de 2020, se 
encuentran garantizadas desde la realización de la actividad operativa de su liquidación y, 
por tanto, mal podría predicarse un trámite extemporáneo que dé lugar a algún tipo de 
indemnización.  

 
Salta a la vista una única conclusión, la cual se encuentra acorde el criterio hermenéutico 
consignado en la sentencia SU-098 de 2018, y es que en el presente asunto no se configura la 
sanción moratoria establecida en la Ley 50 de 1990, artículo 99, como tampoco se podrá configurar 
esta sanción para los docentes que se encuentren bajo los mismos supuestos de hecho aquí 
expresados.  
 
Lo que se solicita en la presente demanda es un hecho de imposible cumplimiento, ya que como 
reiteradamente se señala en el texto del líbelo, se pretende que las cesantías de los docentes sean 
consignadas en una cuenta individual del docente en el FOMAG, siendo que la misma legislación 
previó un sistema distinto para este esquema en donde es inadmisible la administración a través 
de cuentas individuales. Para que esto sea posible se requeriría que el legislador desmonte el 
compendio de normas bajo la cual se erige la estructura del FOMAG y en su lugar disponga otro 
modelo que derogue el que actualmente se encuentra vigente. Así mismo, yerra el demandante 
cuando señala que esta obligación inicia con la entrada en vigencia de la Ley 1955 de 2019, artículo 
57, siendo que esta norma jamás hace referencia a la constitución de cuentas individuales; por el 
contrario, ratifica el principio de unidad de caja para el pago de las prestaciones económicas de los 
docentes y la prestación de los servicios médico-asistenciales.  
 
Esto conlleva a que inequívocamente nos veamos frente a la “inexistencia de la obligación”, la cual 
respetuosamente solicitamos sea declarado como probado bajo la suficiencia argumentativa, con 
soporte legal y jurisprudencial, que aquí se ha consignado.            
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• IMPOSIBILIDAD FÁCTICA DE CONFIGURARSE LA CONSIGNACIÓN EXTEMPORANEA DE LAS 
CESANTIAS EN EL RÉGIMEN ESPECIAL DEL FOMAG 

 
La actividad operativa de “consignación de las cesantías antes del 15 de febrero en un Fondo”, al 
interior de los regímenes que regulan esta prestación, constituye conditio sine qua non para que 
en un caso concreto, se abra paso la “indemnización por consignación extemporánea”. Es decir, la 
inobservancia del primer acto, conduce en forma consecuencial a la configuración de la penalidad 
referida. Con razón el Régimen General contendido en la Ley 50 de 1990, lo hay establecido en el 
canon 3º de su artículo 99, en ese orden.  
 
Al detallar y desglosar la citada norma, en busca de su sentido a partir de la literalidad de esta 
(método de interpretación gramatical o exégeta), y en búsqueda de los fines o propósitos del 
Legislador (interpretación teleológica), se logra arribar a las siguientes consideraciones: i). 
Gramaticalmente, la norma no ofrece resistencia, pues se limita a plasmar un mandato en cabeza 
del empleador: el de consignar la prestación liquidada, antes del 15 de febrero del año siguiente, 
so pena de soportar condena indemnizatoria allí descrita. ii). Teleológicamente, la consignación 
oportuna es la manera de garantizar el acceso a la prestación, en aquellos eventos en que su titular 
requiera disponer de dichos recursos. Luego, la inobservancia de este mandato, sanciona la desidia 
y procura evitar una lesión mayúscula a los intereses de su titular, la cual se generaría si la premura 
de las circunstancias exige su retiro parcial o definitivo, y los recursos no se hallan siquiera 
consignados en el Fondo.  
 
Al interior del Sistema Especial – FOMAG, tal como se ha explicado en los fundamentos de derecho, 
el Empleador (Ente Territorial) no realiza la consignación de las sumas monetarias por conceptos 
de cesantías de sus docentes trabajadores, al Patrimonio Autónomo – FOMAG. A su vez, ni el Fondo, 
ni la Fiduciaria que lo administra, realizan esta consignación. Por un lado, porque no son 
Empleadores del docente, y, por el otro, porque los recursos que financian esta prestación han sido 
pre-girados y depositados en el Fondo Común de FOMAG, cuya característica es la “unidad de caja”, 
por parte del Ministerio de Hacienda, Ente que previamente los ha descontado de aquellos recursos 
destinados a los Entes Territoriales, provenientes del Sistema General de Participaciones.  
 
Esta dinámica acontece al interior de FOMAG, debido a su Régimen Especial, misma que es 
desconocida por los Administradores de Justicia, desde Juez hasta Magistrado de Corte, y, debido 
ello,  ninguna de sus providencias se halla fundamentada, ni hace análisis profundo de los 
procedimientos  que la Ley 91 de 1989, el Decreto 196 de 1995, la Ley 715 de 2001, la Ley 812 de 
2003, el Decreto 3752 de 2003, y el Acuerdo 39 de 1998 del Consejo Directivo de FOMAG, tienen 
previsto para regular las fuentes de financiación de las prestaciones sociales docentes, su forma y 
tiempos de giro al Fondo, y la Entidad que realiza dicha actividad. 
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Dilucidado el asunto, en tanto y por cuanto que, la conditio sine qua non de “consignación de las 
cesantías antes del 15 de febrero en un Fondo”, es inexistente dentro del Régimen Especial Fomag, 
torna también en inexistente la posibilidad de que, llegado el 15 de febrero los recursos por 
concepto de cesantías docentes no se hallen consignados en el Fondo, y como consecuencia lógica 
y racional de ello, torna inexistente cualquier forma de penalización derivada de “consignación 
extemporánea”.  
 
Son silogismo apenas concatenados y consecuenciales entre sí: La inexistente actividad de 
“consignar las cesantías antes del 15 de febrero”, convierte en inexistente la posibilidad de 
“consignación extemporánea” de la prestación; por ello, desparece la “conditio sine qua non”, la 
cual, a su vez, borra o desdibuja la “indemnización por consignación extemporánea” 

 
Acreditada y fundamentada en debida forma la presente excepción, solicito al Juez de instancia su 
declaratoria, con las consecuencias benéficas para las Entidades que represento, liberándolas de 
las pretensiones incoadas. 
 

• IMPOSIBILIDAD FÁCTICA DE EQUIPARAR LA ACTIVIDAD OPERATIVA “LIQUIDACIÓN DE LA 
CESANTIA”, REALIZADA POR EL ENTE TERRITORIAL, CON LA DE “CONSIGNACION DE LA 
CESANTÍA”, PARA EXTENDER LAS PREVISIONES INDEMNIZATORIASDE LA LEY 50 DE 1990 

 
Con antelación  ha sido explicado ya con la rigurosidad necesaria, que dentro del sistema especial 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, una de las participaciones en el trámite de 
las cesantías, la cumple  el  Empleador del docente, (Ente Territorial) para el caso concreto 
MUNICIPIO DE FACATATIVÁ/ SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE FACATATIVÁ “liquidando las cesantías 
(puesto que el  Ministerio de Hacienda ya ha pregirado los recursos al Fondo)”,  así como la respetiva 
remisión del Informe  a la Fiduciaria, en los términos y oportunidades previstas en el Acuerdo 38 
de 1998 (art. 2 y 3º).  Los Administradores de Justicia desconocen la realización de estas actividades, 
en los precisos términos expuestos, y consideran en forma errónea y generalizada, que dentro del 
Régimen Especial acontece una actividad idéntica o similar a la prevista en el régimen contemplado 
en la Ley 50 de 1990. Es decir, deducen que las cesantías docentes son consignadas al FONDO 
NACINAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, bien sea por el Ente Territorial, o por la 
Fiduciaria. Ello es lo que logra abstraerse de las providencias, porque en forma clara y precisa no es 
mencionado en ellas. Lo cierto que fulminan condena, por la supuesta “consignación 
extemporánea”. 
 
Iura novit curia, en tanto que hace parte de las presunciones Iuris Tantum, exige una 
responsabilidad de dimensiones mayúsculas para el Administrador del Justicia del Estado 
Democrático de Derecho, y le endilga el deber – por virtud del principio a la necesidad de la prueba-
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, de emitir decisión judicial, soportada en las normas de derecho sustancial y adjetivas que regulan 
la causa, con respaldo en los medios de convicción valorados racionalmente en su conjunto.  
 
Sin embargo son varios los casos donde se ha condenado a LA NACIÓN – MEN -  FOMAG, al pago 
de la “indemnización por consignación extemporánea de cesantías” (Ley 50/90), configurando la 
errónea aplicación de normas jurídicas, así como errores de hecho por falso juicio de existencia 
derivado de suposición probatoria, o de identidad, por tergiversación del medio suasorio.  
 
La actividad de “liquidación de las cesantías” no comporta su consignación. Son actos ampliamente 
diferentes, con un ingrediente adicional: La liquidación exige su previo giro al Fondo. Es decir, se 
constituye en “conditio sine qua non” para la liquidación de la prestación, su previo descuento de 
los recursos que ingresarían al Ente territorial, y su pre- giro al Fondo. La liquidación de la prestación 
no es equivalente a su consignación, y, por ende, no es posible al interior del Sistema FOMAG, 
extender las consecuencias indemnizatorias del Régimen General (Ley 50/90).  Se desconoce la 
forma en que el operador judicial ha hallado respaldo probatorio, en los casos que ha condenado 
al pago de penalidad por consignación extemporánea, dentro de este régimen.  
 

• IMPOSIBILIDAD FÁCTICA DE ASIGNAR LA CALIDAD DE “EMPLEADOR”, AL FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, PARA EXTENDER LAS PREVISIONES 
INDEMNIZATORIAS DE LA LEY 50 DE 1990 

 
El numeral 3° del Art. 99 Ley 50 de 1990, al consagrar el deber de consignación oportuna de las 
cesantías, advirtió al Empleador, que el incumplimiento de dicha previsión, lo haría responsable del 
pago de la indemnización. Por virtud de la interpretación gramatical y teleológica de la norma, es 
dable afirmar que la calidad de “Empleador” contenido en el mandato expreso, se yergue en 
conditio sine qua non, para la estructuración de la aludida penalidad.  
 
Se ha reiterado, que el Empleador y/o Nominador de los docentes, es el respectivo Ente Territorial, 
asunto sobre el que no existe duda. También se ha dejado claro que dicho Ente no realiza 
consignación al FOMAG de las cesantías de los docentes que a él se hallan vinculados. La actividad 
que realiza el Ente territorial es la “liquidación de las Cesantías”, es decir, el cálculo del valor de la 
prestación de cada afiliado, y la posterior remisión de esta información a FOMAG, para efectos de 
liquidar los intereses de cesantías. El FOMAG, por su parte, solo interviene “liquidando los intereses 
de las cesantías y cancelándolas, en concordancia con el pluricitado Acuerdo 39 de 1998.  
 
El FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO no interviene en la 
consignación de cesantías, porque estas se hallan pre-consignadas en el Fondo, con la debida 
antelación, por parte del Ministerio de Hacienda, tal como se ha indicado y desarrollado.   
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Desde esa perspectiva, es infundado achacarle la calidad de Empleador al PATRIMONIO 
AUTÓNOMO FOMAG, (siendo una cuenta destinada al pago de las prestaciones sociales del cuerpo 
docente) en aras de hacer extensiva la penalidad del canon 99.3 Ley 50/90. La conditio sine qua 
non, es inexistente en el presen asunto; adicionado a un hecho más contundente, que siempre es 
necesario reiterar: Que dentro del FOMAG, no se consigna cesantías antes del 15 de febrero, lo 
cual torna en infundada cualquier pretensión indemnizatoria, debido a la presunta consignación 
extemporánea.  
 
Acreditada y fundamentada en debida forma la presente excepción, solicito al Juez de instancia su 
declaratoria, con las consecuencias benéficas para las Entidades que represento, liberándolas de 
las pretensiones incoadas. 
 

• RÉGIMEN ESPECIAL DOCENTE, NO RESULTA PER SE VIOLATORIO DEL DERECHO A LA 
IGUALDAD 

 
La existencia de regímenes especiales no configura per sé la vulneración del derecho a la igualdad, 
ni implica tratamientos discriminatorios o mengua en los derechos de sus beneficiarios. La Corte se 
pronunció ampliamente sobre este asunto, en control abstracto al conocer una demanda de 
inconstitucionalidad en contra del literal b) del numeral 3 del artículo 15 de la Ley 91 de 198912, por 
considerar que la misma vulneraba los derechos fundamentales al trabajo y a la igualdad. En dicha 
oportunidad, sentenció: “la existencia de un régimen propio o especial para unos determinados 
trabajadores (acá se refiere al cuerpo docente del Magisterio) no resulta per se violatorio del 
principio de igualdad, lo cual no obsta para que se puedan plantear cargos de igualdad cuando 
quiera que un ciudadano considere que algún aspecto del régimen especial de los docentes, sea en 
temas prestaciones o de seguridad social propiamente dicha, resulte violatorio del derecho a la 
igualdad”.  

 
A su vez en sentencia SU-098 de 2018, en aras de justificar la errónea generalización de aplicar la 
indemnización moratoria que establece la Ley 50 de 1990 a los docentes del Régimen Especial 
FOMAG, (Ley 91 de 1989), sostuvo: “Por tanto, no es que en ese fallo (aquí se refiere a la sentencia 
C-928 de 2006)  la Corte hubiese prohibido que se efectúen remisiones al régimen general cuando 
una persona se encuentre amparada por un régimen especial, sino que tan solo se limitó a decir que 

 
12 Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes nacionales vinculados con 
anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías generadas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías 
existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma que 
resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la 
comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período.  
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la existencia de regímenes especiales no puede considerarse discriminatorio per se sin analizar 
previamente las particularidades de cada caso en concreto”. 
 
Ello lo mencionó, al considerar que, de no extenderse la indemnización por consignación 
extemporánea (Ley 50 de 1990) al régimen docente (Ley 91/89), estos se verían privados de dicha 
prerrogativa, en los eventos en que le fueren consignadas sus cesantías en forma posterior al 15 de 
febrero de la anualidad siguiente a su causación, o peor aún, nunca se las consignaran. 
 
Con todo, dicho análisis se deriva exclusivamente del desconocimiento de la normatividad que rige 
el trámite de las cesantías al interior de FOMAG, donde, como se ha reiterado con intensidad, jamás 
se configura la aludida “consignación extemporánea”, debido al no acontecimiento de la 
“consignación de las cesantías antes del 15 de febrero.” 

 
Lo anterior significa que, en el régimen especial FOMAG, no es que no exista una penalidad por la 
consignación extemporánea de las cesantías, y se le deba hacer extensivas las previsiones del 
régimen general (Ley 50/90), en aras de salvaguardar derechos superiores de sus beneficiarios. Lo 
que verdaderamente ocurre es que no existe la aludida penalidad, debido a que no existe la 
actividad operativa de “consignación de cesantías”, en razón al pre-giro por parte de Ministerio de 
Hacienda, motivo por el cual, la consignación extemporánea, jamás se va a configurar al interior de 
este sistema. 
 
Dable es concluir, que el régimen especial (donde no existe consignación, ni se configura 
consignación extemporánea, ni se abre paso indemnización por consignación extemporánea), no 
resulta ser violatorio per se del derecho a la igualdad de trato, ni efectúa discriminaciones a sus 
beneficiarios, respecto a sus homólogos del Régimen General, precisamente en virtud a un hecho 
lógico: En el régimen general existe la actividad y obligación de “consignar las cesantías antes del 
15 de febrero”. En el régimen especial, no existe dicha actividad.  
 

• INEXISTENCIA DEL DEBER DE LA NACIÓN – MINEDUCACIÓN– FOMAG, DE CANCELAR 
INDEMNIZACIÓN POR LA CONSIGNACIÓN EXTEMPORANEA DE LAS CESANTIAS DOCENTES 

 
Desde la contestación a la primera pretensión, hasta los fundamentos jurídicos que soportan el 
presente escrito, se ha hecho hincapié, que al interior del Sistema Especial FOMAG, no se configura 
la “consignación de las cesantías, antes del 15 de febrero”, así como que, derivado de ello, pues, 
por obvia lógica, no puede hablase de consignación extemporánea, y menos aún de indemnización 
derivada de consignación extemporánea.  
 
En forma sesgada, generalizada y poco precisa, la Corte ha mencionado que la indemnización por 
consignación extemporánea del Régimen General - Ley 50/90, también le es extensiva al Régimen 
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Especial FOMAG de la Ley 91 de 1989, ante la inexistencia en el mismo. Los Administradores de 
Justicia, han recurrido a dicha consideración para condenar a FOMAG, derivado de la no 
consignación de cesantías docentes, por parte de este Fondo.    
 
Se ha argumentado con suficiencia y profundidad, que la Corte no supo discernir y discriminar entre 
dos situaciones de hecho y derecho diametralmente opuestas.  Por un lado, respecto a las 
situaciones generadas por el Ente Territorial: no afiliación oportunamente del docente a FOMAG, 
No consignación de sus cesantías en los periodos anteriores a la afiliación a FOMAG, Afiliación 
extemporánea a FOMAG, consignación extemporánea de las cesantías al Fondo, al no haberlo 
hecho en los periodos en que se hallaba obligado, antes de la afiliación a FOMAG.  

 
Por el otro, respecto de la situación fáctica cuando el sujeto pasivo de la relación procesal es el 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en aquellos casos en que los 
docentes le imputan la consignación extemporánea de sus cesantías.  
 
En el segundo de los casos, las pretensiones claudican porque la Corte ni ningún otro Cuerpo 
Colegiado o Juez singular se ha tomado la profesional tarea de estudiar el régimen especial de 
FOMAG, que incluya desde las fuentes de financiación de las prestaciones sociales docentes, su 
forma y tiempos de giro al Fondo, ya la Entidad que realiza dicha actividad. 
 
Al no ejercerse, dentro del Sistema FOMAG, consignación de las cesantías docentes, la presunta 
consignación extemporánea, es inexistente, y por esa misma vía, jamás se abre pasó, la 
indemnización por consignación extemporánea.  
 
Acreditada y fundamentada en debida forma la presente excepción, solicito al Juez de instancia su 
declaratoria, con las consecuencias benéficas para las Entidades que represento, liberándolas de 
las pretensiones incoadas 
 

• INEXISTENCIA DEL DEBER DE LA NACIÓN – MINEDUCACIÓN– FOMAG, DE PAGAR 
INDEMNIZACIÓN MORATORIA POR LA PRESUNTA CANCELACIÓN TARDÍA DE LOS INTERESES 
DE LAS CESANTIAS DOCENTES 

 
El régimen general, Núm. 1º del Art, 1º de la Ley 52 de 1975, en concordancia con el Núm. 2º Art. 
99 Ley 50 de 1990, señaló la forma de liquidación de los intereses sobre cesantías, los cuales son 
equivalentes al 12% anual sobre los saldos que, en 31 de diciembre de cada año, o en las fechas de 
retiro del trabajador o de liquidación parcial de cesantía, tenga este a su favor por concepto de 
cesantía.  
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A su vez, el Núm. 3º del Art, 1º de la ley 52 de 1975, dejó prevista la indemnización moratoria 
derivada de cancelación tardía de dichos intereses,  los cuales, por previsión expresa del numeral 
2º de este mismo canon,  deben ser pagados al trabajador, en el mes de enero del año siguiente a 
su causación. En razón a que nada se dijo sobre el día exacto de pago, se sobrentiende que debe 
concurrir, a más tardar, el último día del citado mes de enero, junto al salario.  
 
El demandante considera que dicha norma es aplicable a los docentes aparados por el régimen 
especial FOMAG, así lo solicita en la demanda.  
 
Sin embargo, es importante tener de presente que, la liquidación de los intereses al interior 
régimen FOMAG, no consulta las normas del régimen general, pues como se explica en los 
fundamentos legales y jurisprudenciales de la contestación, es aplicable la Ley 91 de 1989 en 
concordancia con el Acuerdo 39 de 1998, cuyas normas liquidan este concepto, tomando la 
totalidad del valor de las cesantías acumulada, y le aplican la DTF comercial promedio certificada 
por la SuperFinanciera. Así lo explica el Consejo de Estado Exp. 4854-2014  en sentencia del 24 de 
enero de 2019: 
 
 

Por otro lado, los afiliados al FOMAG, reciben «un interés anual sobre el saldo de estas 
cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin 
retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de interés, que de 
acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria (hoy Financiera), haya sido la 
comercial promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período», lo cual 
los beneficia y así lo consideró el legislador en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989. Veamos: 
 
Para efectos de ilustrar la diferenciación existente entre uno y otro régimen y en aras que de 
manera práctica se refleje la materialización de las particularidades de cada sistema de 
liquidación, se hará un ejemplo de la aplicación de la norma para el reconocimiento de los 
intereses anuales así:  

 

TRABAJADOR BENEFICIARIO DE LEY 
50/1990 

DOCENTE COBIJADO POR LA LEY 91/89 

 
Salario: $1.200.000 
Saldo total de cesantías: $12.000.000 
 
- Valor liquidación de cesantías por el 
año 2017: $1.200.000 
 

 
Salario: $1.200.000 
Saldo total de cesantías: $12.000.000 
 
- Valor liquidación de cesantías por el año 
2017: $1.200.000 
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- Valor de los intereses a las cesantías 
(12% anual): $400.000 

- Valor de los intereses a las cesantías (DTF: 
6.37% sobre todo el saldo de cesantías): 
$840.840  

 
 

Como puede observarse, para el caso del trabajador destinatario de la Ley 50 de 1990, solo 
percibe un 12% anual sobre el valor de las cesantías correspondientes al año 
inmediatamente anterior, mientras que, para el docente afiliado al fondo, recibe sus 
intereses de acuerdo con la tasa comercial promedio del sistema de captación financiera 
certificado por la Superintendencia Financiera (DTF),  pero sobre el saldo total de cesantías 
que a 31 de diciembre del respectivo año tenga acumulado, de manera que, entre mayor sea 
el ahorro que el maestro tenga sobre dicho auxilio, mayores serán los réditos que perciba, 
es decir, que el fin teleológico de la norma, es que exista una reciprocidad financiera, esto 
es, desincentivar las liquidaciones o retiros parciales para de esa manera, producir 
acumulación del ahorro, permitiendo al fondo mantener los recursos destinados al pago de 
las prestaciones sociales de sus afiliados y como contraprestación, reconocerle los intereses 
sobre la totalidad del saldo, logrando generar de esa manera un equilibrio  entre los intereses 
del gobierno nacional y el de los educadores, tal como fue concertado entre el Magisterio, 
Gobierno y Congreso en el Proyecto de Ley No 159 de 1989. 
 

En el anterior orden de ideas, al amparo del canon 3º y 4º del Acuerdo 39 de 1989, los intereses a 
las cesantías docentes deben ser pagados al trabajador, en el mes de marzo del año siguiente a su 
causación, y, como no se determinó el día, se acude al criterio racional de cancelarlos con la 
mensualidad o salario de dicho mes, esto es, a más tardar el día 31 de marzo. 
 
Acreditada y fundamentada en debida forma la presente excepción, solicito al Juez de instancia su 
declaratoria, con las consecuencias benéficas para las Entidades que represento, liberándolas de 
las pretensiones incoadas 
 

• TÉCNICA DE DISTINCIÓN (DISTINGUISHING) COMO RAZÓN PARA NO APLICAR UNA 
SENTENCIA DE UNIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL, O CON EFECTO INTER PARTES 

 
La práctica de distinción (distinguishing) es exótica en los sistemas de derecho continental, puesto 
que se aplica solo en un sistema en el que exista la obligación de seguir el precedente.13 Esta 

 
13 Troper, Michel y Grzegorczyk, Christhope. “Precedent in France”, pp. 103 – 140, en: MacCormick, D. Neil et all. 
Interpreting Precedents, Darmouuth Publishing Company, 1997.  
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operación, cada vez más frecuente en el sistema jurídico colombiano, “reitera la importancia de 
identidad fáctica y jurídica en el razonamiento con Precedentes.14 

 
No se trata entonces de menguar la función interpretativa, integradora y unificadora de la 
jurisprudencia, sino de identificar racionalmente la inexistente configuración de los mismos 
presupuestos fácticos y jurídicos contendidos tanto en la sentencia que pretendía aplicarse, como 
frente al caso que se va a resolver. Lo que ocurre es que, al acudir a dicho mecanismo “el precedente 
del que se apartan mantiene su vigencia, puesto que lo que se hace en estricto sentido es no aplicarlo 
en un caso particular, concreto y determinado, debido a que no guarda similitud fáctica o jurídica 
con el caso que se estudia.”15 No son pocos los casos de aplicación de esta técnica en nuestro 
ordenamiento patrio.16 

 
En el caso que ahora nos convoca, se ha solicitado dar aplicación a la Sentencia de Unificación SU-
098 de 2018, y, de hecho, ha sido aplicado por los Administradores de Justicia, bajo el erróneo y 
ciego pretexto, que dicha providencia extendió a los docentes del Magisterio, las consecuencias 
indemnizatorias por consignación extemporánea de las cesantías  (Ley 50/90).  Sin embargo, 
téngase presente que en virtud de la “aplicación de la técnica de distinción” el Operador Judicial 
debe efectuar una valoración respecto de la identidad fáctico-jurídica contenido en dicha 
providencia, y confrontarla con la realidad exteriorizada en el caso concreto que se halla 
resolviendo.  
 
Desde sentencia SU-573 de 2019, la misma Corte Constitucional en sede de Unificación 
Jurisprudencial, realizó una valoración entre el contenido de la citada SU-098 de 2018, y los 
presupuestos de hecho y derecho fundantes de la SU-573 de 2019. Se concluyó que los 
presupuestos de la primera, (Entidad Territorial no afilió el docente a FOMAG, y no le cancelo 
cesantías de varias anualidades), eran ampliamente distintos a los de la segunda (presunta 
consignación extemporánea de cesantías), al FOMAG), y que, además, el derecho reconocido al 
accionante en SU-098 de 2018, se debió a la  “no afiliación oportuna del docentes al FOMAG, por 
parte del Ente territorial”, seguido de  “la afiliación tardía al FOMAG”, y, finalmente, “la 
consignación al FOMAG, de las cesantías no había reconocido en las anualidades alegadas.” 

 
14 Deik Acostamadiedo, Carolina. “El precedente Contencioso Administrativo”: Teoría local para determinar y aplicar 
de manera racional los precedentes de unificación del Consejo de Estado. Bogotá D.C., Universidad Externado de 
Colombia, serie intermedia de Teoría Jurídica y Filosofía del Derecho, Nº 19, 2018.  
15 Consejo de Estado, Sección Cuarta, Sentencia del 11de mayo de 2016, Exp: 11001031500020160038000 M.P: 
Jorge Octavio Ramírez Ramírez. 
16 Por memorar algunos, tenemos: i). Sentencia del 17 de marzo de 2016, de la Sección Segunda, Subsección A del C. 
Estado. Rad: 2015-02741. M.P. William Hernández Gómez. ii). Sentencia del 02 de julio de 2015, de la Sección Primera 
del C. Estado. Rad: 2013-04281-01. M.P. Marco Antonio Velilla. iii). Sentencia de tutela del 15 de diciembre de 2015, 
de la Sección Quinta del C. Estado. Rad: 2015-01515-01. M.P. Carlos Enrique Moreno. 
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Adicionalmente, se tuvo presente que el extremo condenado en esa ocasión, fue el Ente Territorial, 
pues FOMAG, no fue vinculado como parte pasiva. Los detalles más explícitos del caso se hallan 
contenidos en el acápite de fundamentos jurídicos y jurisprudenciales de la presente contestación.   
 
Misma situación de inexistencia de identidad fáctica y jurídica ocurre respecto de la Sentencia Rad: 

76001233100020090086701 – Exp. 4854-2014 – Consejo de Estado, providencia a través de la cual 

se dio cumplimiento a la Sentencia SU-098 de 2018.   

Fuerza entonces concluir que, el Operador de instancia, al efectuar esta actividad del razonamiento 
(técnica de distinción) dentro del caso sub examine, evidenciará que los presupuestos de hecho y 
derecho que le imputa el demandante a las Entidades demandadas, distan diametralmente, de los 
acaecidos en las sentencias mencionadas. Todo ello aunado al hecho que, al interior que Sistema 
Especial FOMAG, no se estructura la “consignación extemporánea”, y por ende, claudica la solicitud 
indemnizatoria Ley 50/90.  
   
Acreditada y fundamentada en debida forma la presente excepción, solicito al Juez de instancia su 
declaratoria, con las consecuencias benéficas para las Entidades que represento, liberándolas de 
las pretensiones incoadas. 
 
 

• INEXISTENCIA DEL DERECHO A FAVOR DE LA DEMANDANTE 
 

De conformidad con lo señalado en el acápite de hechos, razones y fundamentos de la defensa, mi 
representada no está llamada a responder por las sumas reclamadas, toda vez que no es 
destinatario de la penalidad extendida por disposición expresa del artículo 1º del Decreto 1582 de 
1998, a los servidores públicos del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 
que se afilien a los fondos privados de cesantías, requisitos que no cumple el docente, pues no 
reúne la condición de territorial y tampoco se encuentra afiliado a un fondo privado administrador 
de cesantías de aquellos creados por la Ley 50 de 1990. 
 
Ahora bien, como se hace referencia en las consideraciones de la presente contestación, la ley 50 
de 1990, norma que se reitera no es aplicable al régimen excepcional de los docentes. Es más, en 
dicho pronunciamiento el órgano de cierre de lo Contencioso Administrativo deja en claro que el 
personal docente afiliado a FOMAG está cubierto bajo un régimen especial en el cual se incluye un 
sistema único de cesantías e intereses sobre esta prestación.  
 
Por lo anterior, y teniendo en cuenta que la liquidación y pago de intereses a las cesantías se 
encuentran regulados por la ley 91 de 1989 y desarrollado su trámite por el Acuerdo 39 de 1998, 
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disposiciones vigentes aplicables a los afiliados al FOMAG, razón por la cual no están llamadas a 
prosperar las pretensiones de la demanda. 
 
 

• COBRO DE LO NO DEBIDO 

 
El artículo 15 de la Ley 91 de 1989 en su numeral 3, señaló los requisitos para la liquidación de 
cesantías, estableciendo que las mismas no son retroactivas, la sanción mora por la no consignación 
de cesantías establecida en la ley 50 de 1990 no es aplicable al personal docente ya que este no 
cumple con el requisito de estar afiliado a un fondo privado de cesantías para ser cobijados por 
dicha normatividad, argumento por el cual no hay lugar a que se ordene un reconocimiento y pago     
alguno. 
 

Igualmente, se debe precisar al Despacho tal y como se hizo en líneas anteriores que Las cesantías 
de los docentes afiliados al FOMAG son prepagadas al fondo mediante el descuento mensual en el 
presupuesto nacional de los recursos que van a ingresar de la nación a las entidades territoriales, 
así mismo, se garantizan con el giro anual que hace Ministerio de Hacienda de los recursos que 
están en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET) perteneciente a 
cada entidad territorial al FOMAG, existiendo con ello una imposibilidad operativa de que exista 
sanción mora por consignación tardía, bajo el entendido que al 31 de diciembre de cada vigencia 
los recursos que garantizan la totalidad de cesantías de los docentes ya se encuentran girados al 
FOMAG. 
 

• BUENA FÉ 

Es menester indicar que si no prosperan las excepciones previas expuestas en el acápite anterior, 
se debe realizar un estudio detallado por parte de su despacho de las excepciones de fondo y más 
aún esta excepción que se plantea como de buena fe, pues si el juzgador aplica la normatividad 
contemplada en la ley 50 de 1990, debe tener en cuenta que las sanciones que emanan de esta 
normatividad deben pasar por un control de legalidad y lograr demostrar dentro del proceso MALA 
FE por parte de la entidad que  represento de lo contrario no se podría configurar sanción alguna; 
con base en lo anterior la corte constitucional se ha pronunciado en reiteradas oportunidad res-
pecto al principio  de buena fe, como en Sentencia C-1194/08 así: 

“La Corte ha señalado que la buena fe es un principio que de conformidad con el artículo 83 
de la Carta Política se presume y conforme con este (i) las actuaciones de los particulares y 
de las autoridades públicas deben estar gobernadas por el principio de buena fe y; (ii) ella se 
presume en las actuaciones que los particulares adelanten ante las autoridades públicas, es 
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decir en las relaciones jurídico-administrativas, pero dicha presunción solamente se desvir-
túa con los mecanismos consagrados por el ordenamiento jurídico vigente, luego es simple-
mente legal y por tanto admite prueba en contrario” 

Debe entonces el juzgador de instancia realizar un análisis excepcional de la disponibilidad de los 
recursos para el pago de dichos conceptos indicando que ello está a cargo de disponibilidad presu-
puestal del estado, por esta razón se desborda de las obligaciones de la entidad que represento, en 
ese orden de ideas no estaría actuando de MALA FE pues depende un tercero para el pago de estas 
sumas de dinero. 
 
 

• IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS 
 

Debe precisarse que, conforme dispone el Código General del Proceso, aplicable por remisión ex-
presa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administra-
tivo,   

 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos 
en  que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:  

[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la  

medida de su comprobación. […]” (Negrilla y subrayado fuera de texto original) 

 

Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena en 
costas de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos, en consecuencia solo habrá 
lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva su causación, en 
consecuencia, y en ausencia de su comprobación no procede entonces la condena por cuanto los 
argumentos de defensa de la parte demandante fueron eminentemente jurídicos, tal como se ob-
serva en el expediente del proceso recurrido.  

El Consejo de Estado ha señalado de manera pacífica que la condena en costas no es objetiva, y en 
tal sentido se debe desvirtuar la buena fe de la entidad. 

El Despacho se aparta de la pacífica jurisprudencia del Consejo de Estado, al señalar una imputación 
de condena en costas objetiva, sin tener presente que en la jurisdicción Contencioso Administra-
tiva, como lo ha señalado la sección segunda en casos, se debe tener en cuenta la actuación de la 
parte que apodero, en la medida que siempre actuó de acuerdo con lo señalado por la ley 91 de 
1989, reconociendo los factures salariales taxativamente consagrados.  
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Sobre la actuación del FOMAG y la condena en costas en casos de solicitud de prestaciones econó-
micas de  los trabajadores del magisterio, debemos recordar lo señalado por el Consejo de Estado:  

“En cuanto a las costas, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones de la 
Sección Segunda de esta Corporación sobre el particular, en la medida que el artículo 188 
del Código de  Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo entrega 
al juez la facultad de disponer sobre su condena, lo cual debe resultar de analizar diversos 
aspectos dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las partes, y que 
principalmente aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el contenido 
del artículo 365 del CGP; descartándose así una apreciación objetiva que simplemente 
consulte quien resulte vencido para que le sean impuestas. En el caso, la Sala observa que 
el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de condenar en costas  a la parte vencida 
del proceso, atendiendo los criterios ya definidos por la jurisprudencia, echándose de me-
nos además, alguna evidencia de causación de expensas que justifiquen su imposición a 
la  parte demandada” 

 

Es así como del pronunciamiento del Consejo de Estado, se demuestra que la condena en costas 
no es objetiva, sino que debe entonces el Juez tener en cuenta la buena fe de la entidad respecto 
a sus actuaciones procesales. Como se evidencia en el expediente EL DESPACHO NO PRESENTÓ 
PRUEBAS O FUNDAMENTO ALGUNO sobre la ocurrencia de alguna actuación por parte de la enti-
dad demandada NACIÓN -MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SO-
CIALES DEL MAGISTERIO –FOMAG, que desvirtúa la presunción de buena fe.  

 

Ante la falta del cumplimiento del requisito procesal para realizar la respectiva condena en costas, 
la misma no procede, quien ha actuado en el curso del proceso en buena fe conforme a la jurispru-
dencia y a los principios constitucionales. 

 

• EXCEPCIÓN GENÉRICA 

 
Sea lo último indicar al Señora Juez, que con fundamento en lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 187 del C.P.A.C.A., y el artículo 282 del C.G.P. (aplicable por remisión expresa del artículo 
306 del C.P.A.C.A.), solicito al Despacho que, en caso de encontrarse probada cualquier otra excep-
ción dentro del trámite del medio de control, se reconozca y declare en forma oficiosa. 
 

PRUEBAS 
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Solicito se tengan como medios probatorios, los aportados en debido tiempo al plenario y 
adicionalmente: 
 
Documentales: 
 

• Comunicado 008 del 11 de diciembre de 2020 emitido por la Fiduprevisora dirigido a las 
entidades territoriales, para la entrega del reporte de liquidación de las cesantías para pago 
de intereses en la primera nomina año 2021. 
 

• Comunicado 16 del 17 de diciembre de 2019 dirigido a las entidades territoriales, sobre las 
fechas de entrega del reporte de liquidación de las cesantías para pago de intereses primera 
nomina año 2020. 

 

• Acuerdo 39 de 1998 emitido por el Consejo Directivo FOMAG para reporte de las secretarías 
de educación de los intereses moratorios. 

 

• Certificado de Afiliación del docente, donde se detalla el régimen de cesantías al que 

pertenece. 

• Extracto de los intereses a las cesantías del docente, donde se detalla su fecha de pago.  

• Certificado de no antecedentes. 

De oficio: 
 

▪ Oficiar a la secretaria de Educación de Mosquera, para que se sirva aportar copia del 
expediente administrativo de la docente, toda vez que, es la entidad que posee dicha 
documentación. 
 

▪ Oficiar a la secretaria de Educación de Mosquera, para que se sirva aportar con destino a la 
presente actuación, los medios probatorios que den cuenta de la trazabilidad, con inclusión 
de los tiempos en que se evacuó cada una de las etapas del trámite administrativo previsto 
para la actividad operativa de “liquidación de las cesantías e intereses sobre cesantías” del 
docente accionante, correspondientes a la anualidad 2020, y su remisión a Fiduprevisora 
S.A. 

▪ Oficiar a la secretaria de educación de Mosquera, para que se sirva informar si realizó algún 
reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago o consignación por 
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concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia del año 2020, sírvase expedir la 
respectiva constancia del reporte e informe sobre el trámite dado a esta cancelación 

PETICIONES 
 

Corolario de lo expuesto, y en concordancia con las excepciones planteadas, solicito al Despacho 

que, previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

1. Declarar probadas las excepciones propuestas, con las consecuencias benéficas a las 

Entidades que represento.  

2. Como consecuencia de la anterior declaración solicito al Despacho se sirva negar las 

pretensiones de la demanda de conformidad con la amplia argumentación expuesta a lo 

largo del escrito de contestación. 

3. Condenar en costas y agencias en derecho a la demandante. 

4. Se me reconozca personería para actuar dentro de la presente Litis. 

 
 

ANEXOS. 
 

1. Poder especial conferido a mi favor. 

2. Escritura Pública No. 676 de 25 de abril de 2023 y sus anexos. 

 

NOTIFICACIONES. 
 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 
No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y 

 t_lcepeda@fiduprevisora.com.co 

  
Del señora(a) Juez, 
   

 
LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ 

C.C. 1.049.636.173 de Tunja. 
T.P 301.153 de C. S. J.  

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co


 

Calle 43 No. 57 - 14 Centro Administrativo Nacional, CAN, Bogotá, D.C. 
PBX: +57 (1) 222 2800 -  Fax 222 4953 

www.mineducacion.gov.co - atencionalciudadano@mineducacion.gov.co 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo que contiene los antecedentes de la actuación 

objeto del proceso en curso y que es exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Los expedientes administrativos relacionados con todo el personal docente y administrativo de los servicios educativos estatales reposan en los archivos de las 

Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a la que pertenece o ha pertenecido el solicitante o causahabiente. 

 

El Capítulo II del Decreto 2831 de agosto 16 de 2005 por el cual se estableció el trámite para reconocimiento de prestaciones a cargo del citado Fondo, dispone:  

Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales deberán ser radicadas en la secretaría de educación, o 

la dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el 

solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo implementará un sistema de radicación único, que regist re las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la 

respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 

962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

será efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho 

Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, 

certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 

aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 

91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las 

formalidades y efectos previstos en la ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio , copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y 

dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento 

aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por 

parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la 

previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no 

prestarán mérito ejecutivo. 

Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la 

entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la 

sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.  

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de 

manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser 

suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley.” 

(subrayado y resaltado fuera de texto. 

En el trámite legal descrito, se evidencia que no existe intervención alguna del Ministerio de Educación Nacional ni de sus servidores, puesto que desde la 

expedición de la Ley 962 de julio 8 de 2005 ya se habían suprimido las funciones que ejercían los Representantes del Ministro de Educación Nacional ante las 

entidades territoriales, dejando de participar en las juntas departamentales y distritales de educación y en el reconocimiento de prestaciones sociales con 

cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La competencia para los reconocimientos de prestaciones sociales, contratación de servicios médicos y administración de los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio por mandato legal no corresponden a la Nación-Ministerio de Educación Nacional y por tanto, la documentación que 

pueda conformar los expedientes administrativos relacionados tampoco está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en sus archivos, lo que representa 

una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante cualquier jurisdicción. 

  

 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA  

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Educación Nacional 

 

mailto:atencionalciudadano@mineducacion.gov.co
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COMUNICADO N.008  

PARA:  SECRETARIOS DE EDUCACION Y 

ENCARGADOS OFICINAS DE PRESTACIONES SOCIALES          
    
DE:  DIRECCION DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
   
ASUNTO:  REPORTE DE CESANTIAS PARA PAGO DE INTERESES   

PRIMERA NOMINA AÑO 2020  
   
FECHA:  11 DE DICIEMBRE DE 2020 
________________________________________________________________________________ 

Con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo No. 39 de 1998, expedido por el Consejo Directivo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG, mediante el cual se estableció el procedimiento para el reconocimiento y 

pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al Fondo del Magisterio, con régimen de cesantías anual, nos  

permitimos realizar algunas precisiones: 

1.Los reportes de cesantías de docentes ACTIVOS y RETIRADOS, deben ser liquidados por las Secretarías de Educación a 

través del programa HUMANO, por cuanto serán obtenidos en línea por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio- FOMAG directamente desde el mencionado programa. Por lo tanto, se solicita a cada secretaría realizar todos 

los procesos necesarios, en cuanto a validación de valores, nombres, municipio, vinculación, fuente de recursos, etc., toda 

vez que son los soportes sobre los cuales se genera el valor a pagar por intereses a las cesantías y se asigna el punto de 

pago. 

Una vez culminado el proceso de liquidación de cesantías en el programa HUMANO, cada Secretaría de Educación debe 

enviar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG  un informe consolidado con el número reportes 

de docentes Activos y Retirados liquidados a través del aplicativo (HUMANO) y el valor total de cesantías. Esta información 

debe ser enviada al correo electrónico  interesescesantias@fiduprevisora.com.co  Como soporte documental, deben 

remitir al Fondo un oficio acompañado del reporte generado por HUMANO, los reportes IMPRESOS deben llegar firmados 

por la autoridad nominadora y por el pagador de la Entidad Territorial Certificada, ya que sin las mencionadas firmas los 

reportes carecen de validez. 

Una vez la Secretaría de Educación confirme al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- FOMAG  a través 

de correo electrónico que la información puede ser tomada en línea, el FOMAG procederá de conformidad, haciendo la 

salvedad que cualquier cambio que la Secretaría de Educación realice en la información en HUMANO, con posterioridad a 

esta fecha, no se verá reflejado en la información obtenida en línea, por lo tanto no afectará el pago de intereses a las 

Cesantías, siendo la Secretaría de Educación la responsable por el cambio de valores por fuera de los términos. 

2. La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a nivel nacional, es hasta el 05 DE 

FEBRERO DE 2021. Esta fecha es improrrogable y, por tanto, el no reporte oportuno de la información a esta entidad, 

conllevará la no inclusión en nómina de los docentes, siendo el Ente Territorial el responsable de las contingencias que se 

deriven en el pago de los intereses  y   por la  mora en el pago de las prestaciones a favor de los docentes. 

3. La Fiduciaria como vocera y administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FOMAG, programa los pagos de intereses a las cesantías con base en los reportes de cesantías allegados por 

la Secretaría de Educación, que en calidad de nominadora liquida las Cesantías y notifica al Educador. 
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4. La Coordinación de Afiliacion de Docentes, Pensionados y Beneficiarios  del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG  remite mensualmente a cada Secretaría de Educación la base de datos de docentes 

activos vinculados a través de cada ente territorial, lo anterior con el fin de que cada entidad  valide la información allí 

contenida, como nombres y apellidos, régimen, fechas de afiliación y posesión entre  otros. En consecuencia, los pagos se  

programan  de  conformidad  a  los  datos  registrados en la base  de  docentes  afiliados y a los reportes de cesantías 

allegados por la Secretaría de  Educación. 

5. Solamente se atenderá la información remitida a través de los correos electrónicos institucionales o auto-rizados en 

forma escrita por el Secretario (a) de Educación de cada Entidad territorial. 

6. Es pertinente informar que se encuentra en proceso  un nuevo desarrollo tecnológico para la liquidación de intereses 

a las cesantías  sin embargo  mientras inicia el nuevo aplicativo se procederá de la misma forma que los años anteriores  

Finalmente se anexa a la presente comunicación cronograma de actividades a desarrollar como guía  para el   proceso de  

remisión de reportes, validación de información  y pago de intereses a las cesantías. 

Cordialmente  

Firma recuperable

X
Angela Tobar Gonzalez

Directora de Prestaciones Economicas

Firmado por: 389e2af0-d469-42bb-b25d-6a599a580dc4
 

ANGELA TOBAR  GONZALEZ    
DIRECTORA DE PRESTACIONES ECONOMICAS  
 
Anexos (1) 

  NOMBRE FIRMA FECHA 

PROYECTÓ:  MONICA AMALIA LOPEZ CARLOSAMA    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

REVISÓ Y APROBÓ:  JOEL SANCHEZ    11 DE DICIEMBRE DE 2020 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones vigentes por lo tanto, bajo nuestra responsabi-
lidad, lo presentamos para la firma.  

 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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CRONOGRAMA   DE  ACTIVIDADES    NOMINA  DE  INTERESES  A  LAS  CESANTIAS  AÑO 2021

DICIEMBRE 2020

LUNES SABADO DOMINGOMARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Remision de comunicado a 

todas  las Secretarías de 

Educación : Resposable 

FOMAG 

ENERO   2021

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes.  

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Liquidación de  Cesantias  

para  el pago de  Interes. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

Notificación de  cesantias  a  

los  educadores. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación 

FEBRERO 2021

validación de  la  

información   liquidada en 

el aplicativo HUMANO. 

Responsable:   Secretaría  

de  Educación 

validación de  la  

información   liquidada enel 

aplicativo HUMANO, tema    

a  cargo de  la  Secretaría  

de  Educación 

SABADO DOMINGO

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminacion del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de 

cesantias  activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Resposable   Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de  correo 

electrónico   confirmando   

la  culminación del proceso   

e  informando número y 

valor   total de  reportes  de  

cesantias activos   y 

retirados   liquidados    para  

el pago de   intereses. 

Responsable:  Secretaría  de  

Educación.    Confirmación 

del  recibo  Responsable: 

FOMAG   

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

Remisión de correo 

electrónico confirmando la 

culminación del proceso e 

información e informando 

número y valor total de 

reportes de cesantias  

activos y retirados 

liquidados para el pago de 

intereses.  Responsable 

Secretaría de 

Educación,Confirmacion del 

recibo FOMAG 

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES

MARZO 2021

LUNES MARTES MIERCOLES JUEVES VIERNES SABADO DOMINGO

Remisión de inconsistencias 

que impidieron  el pago de 

intereses  las cesantias -

responsable FOMAG 

Remision  de 

inconsistencias que 

impidieron  el pgo de 

intereses a las cesantias -

responsable FOMAG 

Pago de  la  nómina  de  

intereses   y publicación de  

listados  a  traves  de  la  

página  web. Responsable:  

FOMAG  



Número de generación: EIC202306150946341039444
Fecha generación: 2023-06-15 21:46:34

CERTIFICADO DE EXTRACTO DE INTERESES A LAS CESANTÍAS

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

Cedula 18929247 Nombre RICARDO LEON DURAN
Departamento CORDOBA Vinculación DEPARTAMENTAL
Municipal MONTERIA Fuentes de recurso SISTEMA GENERAL DE

PARTICIPACION
Plantel NO DEFINIDO   

CESANTIAS QUE AFECTAN LA LIQUIDACIÓN DE INTERESES
Vinculacion Fuente recursos Prestacion Valor Número resolución Fecha de pago
Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos Sin datos

INTERESES PAGADOS
Año DTF Cesantias Acumulado Intereses Fecha Estado
2006 6.56% 264,467 264,467 17,349 06/07/2009 PRESENTE PAGO
2007 8.26% 1,005,116 1,005,116 83,023 02/04/2009 PRESENTE PAGO
2007 8.26% 0 264,467 21,845 06/07/2009 SALDO POR MODIFICACION EN ACUMULADO
2008 10.04% 1,182,142 2,187,258 219,601 06/04/2009 PRESENTE PAGO
2008 10.04% 0 264,467 26,552 06/07/2009 SALDO POR MODIFICACION EN ACUMULADO
2009 6.24% 1,363,205 3,814,930 238,052 30/03/2010 PRESENTE PAGO
2010 3.88% 1,421,243 5,236,173 203,164 10/03/2011 PRESENTE PAGO
2011 4.61% 1,466,982 6,703,155 309,015 21/03/2012 PRESENTE PAGO
2012 5.85% 1,539,994 8,243,149 482,224 27/03/2013 PRESENTE PAGO
2013 4.44% 1,592,650 9,835,799 436,709 22/03/2014 PRESENTE PAGO
2014 4.46% 1,688,638 11,524,437 513,990 18/03/2015 PRESENTE PAGO
2015 5.13% 1,824,063 13,348,500 684,778 12/03/2016 PRESENTE PAGO
2016 7.52% 2,180,207 15,528,707 1,167,759 17/03/2017 PRESENTE PAGO
2017 6.37% 2,193,210 17,721,917 1,128,886 16/03/2018 PRESENTE PAGO
2018 5.05% 4,150,093 21,872,010 1,104,537 19/03/2019 PRESENTE PAGO
2019 4.98% 4,516,240 26,388,250 1,314,135 24/03/2020 PRESENTE PAGO
2020 3.64% 4,469,348 30,857,598 1,123,217 27/03/2021 PRESENTE PAGO
2021 2.55% 4,746,752 35,604,350 907,911 22/03/2022 PRESENTE PAGO
2022 9.22% 5,284,216 40,888,566 3,769,926 09/03/2023 PRESENTE PAGO

  PAGOS REALIZADOS
Comprobante Fecha de pago Banco Sucursal Pago neto
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200904170032438 2009-04-17 BANCO POPULAR BANCO POPULAR MONTERIA 302,624
200907170004607 2009-07-17 BANCO POPULAR BANCO POPULAR MONTERIA 65,746
201004120038437 2010-04-12 BANCO AGRARIO DE COLOMBIA BANCO AGRARIO MONTELIBANO COR 238,052
201103180028997 2011-03-18 BANCO AGRARIO DE COLOMBIA BANCO AGRARIO CANALETE COR 203,164
201205090041102 2012-05-09 BANCO AGRARIO DE COLOMBIA BANCO AGRARIO CANALETE COR 309,015
201304080022665 2013-04-08 BANCO AGRARIO DE COLOMBIA BANCO AGRARIO CANALETE COR 482,224
201403280021819 2014-03-28 BANCO AGRARIO DE COLOMBIA BANCO AGRARIO CANALETE COR 436,709
201503270023120 2015-03-27 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 513,990
201603310023545 2016-03-31 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 684,778
201703310023029 2017-03-31 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 1,167,759
201803280023030 2018-03-28 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 1,128,886
201903290022946 2019-03-29 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 1,104,537
202003310022473 2020-03-31 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 1,314,135
202103310021938 2021-03-31 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 1,123,217
202203310021565 2022-03-31 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 907,911
202303170021349 2023-03-17 BBVA COLOMBIA BBVA SUCURSAL ABIERTA 3,769,926

Documento válido como histórico de pagos de intereses.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 15 días del mes de Junio del año 2023 09:46:34PM.

Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO

Powered by TCPDF (www.tcpdf.org)
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Número de generación: CAA20230615094641150862
Fecha generación: 2023-06-15 21:46:41

CERTIFICADO DE AFILIACIÓN

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

Que consultada la Base de Datos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fondo) y conforme a lo
establecido en la Ley 715 de 2001, se informa que la Secretaria de Educación en calidad de ente nominador reporta la
siguiente información respecto al(la) señor(a) RICARDO LEON DURAN identificado(a) con CÉDULA DE CIUDADANÍA No.
18929247:

Secretaría de Educación Tipo de Nombramiento Tipo de Vinculación Régimen Pensional Régimen de Cesantías

MOSQUERA EN PROPIEDAD DEPARTAMENTAL LEY 812 DE 2003 ANUALIDAD

Número Acto
Administrativo

Fecha de Acto
Administrativo
(Año-Mes-Día)

Fecha de Posesión
(Año-Mes-Día)

Fecha de Afiliación
Nombramiento
(Año-Mes-Día)

Estado de Afiliación

0041 2009-02-12 2009-03-13 2009-07-14 ACTIVO

Es importante aclarar que este certificado suministra datos de su último nombramiento, si desea ver su historia laboral
completa, debe solicitarla a la Secretaria de Educación con la que registro su última vinculación; así mismo, de presentarse
alguna inconsistencia sobre los datos relacionados, éstos deben ser aclarados por su empleador o ente nominador, quien
tiene la responsabilidad para aclarar, corregir o modificar la información presentada.

Esta comunicación no tiene el carácter de acto administrativo por cuanto Fiduprevisora S.A., no es competente para
expedirlos, solamente obra en calidad de ente administrador de los recursos del fideicomiso denominado Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 15 días del mes de Junio del año 2023 09:46:41PM.
Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO

Powered by TCPDF (www.tcpdf.org)
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Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
                                                                                                                                N.º 036286 
Señores  
JUZGADO 001 ADMINISTRATIVO ORAL DE FACATATIVÁ 
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
RADICADO: 25269333300120230007000 
DEMANDANTE: RICARDO LEON DURAN 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 
 
CATALINA CELEMIN CARDOSO, identificada civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderada de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor WALTER EPIFANIO ASPRILLA 
CACERES, mediante Escritura Pública No. 676 de 25 de abril de 2023, protocolizada en la notaría 
(10a) del círculo de Bogotá, en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las 
facultades a él conferidas a través de la Resolución No. 006322 del 18 de abril de 2023, expedida 
por el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 
1998 y demás normas concordantes.   
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 
 

 
 
 



Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co

Así mismo, se deja como apoderado suplente a la abogada ADRIANA PAOLA GOMEZ PAYARES como 
coordinador de la zona.

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación.

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones.

La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso

Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos.

Cordialmente,

CATALINA CELEMIN CARDOSO
C.C. No. 1.110.453.991 
T.P.  No. 201.409 del C.S. de la J. 

Acepto:








































































































